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EDITORIAL 


Apa/enlcmenle  la  opinión  pública  en  general,  y 
en  panícula/  la  clase  política  y  la  comunidad 
jurídica  nacionalcí  bao  asimilado  favorable- 
mente la  idea  de  una  posible  reforma  cons- 
titucional Este  es,  en  mi  opinión,  un  fenómeno 
interesante  por  varias  razones  Por  una  parte, 
porque  implica  sobreponerse  al  mito  de  que  abrir 
un  espacio  para  cieñas  reformas  constitucionales 
sería  como  abrir  la  caja  de  Pandora,  como  desalar 
fuerzas  incontrolables  capaces  de  destruir  un 
pretendido  equilibrio  actual  Por  otra  pane,  por- 
que implica  la  aceptación  de  que  hay  ciertos 
aspectos  de  nuestra  organización  política  que 
deben  mejorarse  en  nuestra  Conslitución  y  que 
somos  capaces  de  hacerlo  dcnlro  de  un  marco  de 
serena  discusión  y  análisis 

Sin  embargo,  tengo  la  impresión  de  que  no  todos 
cs'amos  claros  sobre  cuales  son  las  reformas  que 
te  proyecla  realizar  Algunos  creen  que  las  refor- 
ma» de  que  se  habla  estarían  orientadas  a  resolver 
intliiuiiooalmcntc  la  incorporación  del 
movimiento  insurgente  a  la  vida  política  ins- 
utuc tonal,  otros,  que  las  reformas  se  referirían  al 
"asunto  de  Hélice",  y  esislen  aún  algunos  que 
consideran  que  las  relormas  se  dirigirían  mas 
bien  a  una  mayor  distribución  vertical  del  poder 
publico,  concediéndole  a  las  comunidades 
indígenas  mayores  cuotas  de.  digamos, 
autogobierno  y  a  ciertas  entidades  dei- 
MftUaUíadM  —como  el  Banco  de  (¡ualcmala  y 
el  KiSS       una  verdadera  y  eficaz  autonomía 

En  circuios  profesionales  y  académicos  del 
Derecho,  exislen  también  algunas  inquietudes 
mis  bien  de  uuUcr  técnico,  como  lo  concer- 
niente a  si  la  Corle  de  Conslilucionalidad  oo 
debiese   mis  bien  convertirse  en  otra  de  las 
cimaras  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia,  o  lo 
relativo  a  la  redcfimción  del  amparo  en  materia 
judicial,  con  el  objeto  de  circunscribir  su 
procedencia  a  ciertos  casos  muy  calificados. 
Igualmente,  ha  sido  objeto  de  seria  critica  lo 
concerniente  a  la  elección  de  diputados  al  Con- 
greso por  lista  nacional,  mecanismo  que  distor- 
siona las  preferencias  de  los  electores  y  podría 
juzgarse  como  inconsecuente  con  la  teoria  de  la 
separación  de  los  poderes  del  Estado. 

Seguramente  ignoro  otras  inquietudes  que  otros 
grupos  o  personas  puedan  tener  en  mente,  que 


quizi  son  igualmente  dignas  de  cuidadoso 
análisis,  como  creo  que  lo  son  los  aspectos  arriba 
mencionados.  De  cualquier  forma,  la  apárenle 
apertura  de  opinión  actual  debiera,  a  mi  juicio, 
aprovecharse  mucho  mis  sustancialmente.  Las 
comentes  de  pensamiento  han  evolucionado  a  tal 
punto  que  "el  mundo"  ha  cambiado  desde  que  la 
actual  Constitución  fue  discutida  y  promulgada  y, 
como  consecuencia,  nuestra  visión  de  conjunto 
debiera  intentar  interpretar  "los  signos  de  los 
tiempos"  y  poner  a  tono  nuestro  marco  cons- 
titucional. 

En  ese  sentido,  dado  el  proceso  de  globalizaciÓD 
y  apertura  de  mercados  regionales  que  abarcan 
bastas  zonas  del  planeta,  asf  como  la  ya  amplia- 
mente reconocida  idoneidad  de  la  Economía  de 
Mercado  para  propiciar  el  mayor  desarrollo 
económico,  lo  más  juicioso  serla  dirigir  nuestros 
esfuerzos  y  energías  para  dolar  a  la  nación  del 
marco  constitucional  necesario  para  iniciar  el 
siglo  XXI  a  la  vanguardia  —y  no  a  la  retaguar- 
dia—  del  nuevo  orden  que  se  está  forjando. 

Algunos  de  los  lemas  que  en  concreto  requerirían 
revisión  se  refieren  necesariamente  a  lo  que  en  la 
Constitución  se  denomina  "Derechos  Sociales", 
que  en  buena  parte  no  son  más  que  mecanismos 
redistributivos  de  riqueza  basados  en  criterios 
político-ideológicos  y  no  económicos.  No  preten- 
do restar  mérito  a  la  razonable  preocupación  que 
muchos  de  nosotros  tenemos  en  relación  a  lemas 
como  la  familia,  la  cultura,  la  educación,  las 
universidades,  las  comunidades  indígenas,  el 
deporte,  la  seguridad  y  asistencia  social,  el 
trabajo,  etc.;  sin  embargo,  su  solución  — como  la 
historia  guatemalteca  de  los  últimos  cincuenta 
años  demuestra—  no  vendrá  dada  por  su 
regulación  a  nivel  constitucional.  Sencillamente 
la  atribución  al  Estado  de  la  responsabilidad 
primaria  de  resolver  aspectos  tan  fundamentales 
es  un  error,  una  utopía  irrealizable  aquí  y  en 
cualquier  parte. 

Ojalá  que  aprovechemos  seriamente  la  opor- 
tunidad de  ponernos  al  día  que  el  deslino  nos 
brinda. 


Eduardo  Mayora  Alvarado 
Noviembre,  1991. 


DERECHO 


MORAL  Y  LEY 

El  problema  filosófico  de  las  relaciones  entre  el  ámbito  de 
la  vida  moral  y  el  del  mundo  legal  está  erizado  de  graves 
y  serias  dificultades,  desde  muchos  puntos  de  vista  diferen- 


tes. 


Las  normas  se  aprenden  generalmente  por  imitación,  y  a 
medida  que  son  internalizadas  por  el  individuo  permiten 
variantes  en  su  observancia  acumulativas,  que  englobamos 
bajo  el  concepto  de  "evolución  social". 


El  simple  hecho  de  que  yo  haya  escogido  como  en- 
cabezamiento de  estas  reflexiones  los  términos  de  "moral" 
y  "ley"  es  una  primera  muestra  de  la  imprecisión 
semántica  del  tema.  Igualmente  podría  haber  escogido  los 
de  "ética"  y  "derecho"  para  referirme  al  mismo  conjunto 
de  razonamientos,  pero  desde  presupuestos  muy  diferen- 
tes: simplistamente,  el  término  de  la  moral  se  refiere  más 
a  los  valores  heterónomos  comunitarios  que  rigen  la  con- 
ducta, mientras  que  el  de  la  ética  subraya  los  valores 
individualmente  internalizados  que  determinan  la  con- 
ducta; por  otra  parte,  la  moral  suele  estar  más  ligada  a  la 
vida  emocional,  en  tanto  que  la  ética  habitualmente  se  basa 
en  un  discurso  crítico,  eminentemente  racional  y 
autónomo. 

Lo  mismo  acaece  con  los  términos  de  "derecho"  y  "ley". 
Hablar  de  derecho  implica  una  concepción  de  la  naturaleza 
del  hombre  y  del  cosmos  que  excluye  la  visión,  hoy  tan 
influyente,  del  positivismo  jurídico.  He  preferido  usar  aquí 
el  término  de  "ley"  para  no  anticiparme  a  tomar  partido, 
desde  el  inicio  de  esia  discusión,  en  favor  de  una  posición 
filosófica  determinada;  creo  que  el  término  de  "ley"  resul- 
ta más  simple  e  inteligible  para  todos. 

En  realidad  preferiría  empezar  con  una  terminología 
lomada  como  préstamo  de  la  Sociología.  Creo  que  el 
término  más  universal  de  "norma",  en  cuanto  paradigma 
del  comportamiento,  me  es  más  adecuado.  Y  siguiendo  la 
clasificación  que  propuso  William  Graham  Sumncr1  de 
normas  folklóricas,  morales  y  legales,  podemos  intentar 
dilucidar  el  campo  a  cubrir  en  este  trabajo. 

En  primer  lugar,  conviene  recordar  que  sólo  el  hombre 
necesita  de  normas  de  conducta  social,  precisamente  por- 
que su  código  genético  no  las  incluye,  como  sucede  con  el 
resto  de  los  animales,  en  particular  los  demás  primates.  Las 
normas  tienen  como  función  "social"  hacer  la  conducta 
individual  predecihle,  que  es  la  condición  sine  qua  non, 
para  que  podamos  cooperar  y  para  que  se  dé  cvcntualmcnte 
el  fenómeno  clave  de  toda  supervivencia  humana  y  de  todo 
progreso  ulterior:  la  división  del  trabajo. 


Hayek  últimamente  ha  insistido  mucho,  además,  en  la 
necesidad  de  distinguir  entre  la  sociedad  "cerrada"  (o 
"tribal",  como  la  llama  Popper)  y  la  "gran"  sociedad  (o 
"abierta"),  cuyas  dos  manifestaciones  más  claras  cono- 
cemos popularmente  como  la  familia  y  el  mercado.  Ambos 
"órdenes"  sociales  son  productos  espontáneos  de  un 
proceso  evolutivo  imprevisible,  pero  con  escalas  de 
valores  muy  diferentes  y  muchas  veces  antitéticos. 
Además,  de  muy  desigual  fecha  de  aparición,  siendo  el 
orden  de  la  sociedad  cerrada,  con  mucho,  el  más  antiguo  y 
persistente  de  los  dos. 

Se  entiende,  pues,  que  las  normas  que  rigen  la  conducta 
serán  de  naturaleza  muy  diversa,  según  el  hombre 
interactúe  en  un  orden  cerrado  o  abierto.  Por  ejemplo,  la 
solidaridad  característica  del  orden  cerrado  está  fuera  de 
lugar  en  el  orden  eminentemente  competitivo  del  abierto. 

Pero  para  cualquiera  de  esos  órdenes,  las  normas  pueden 
ser  etiquetadas  (siguiendo  a  Sumner)  como  folklóricas, 
morales  y  legales.  No  es  una  clasificación  precisa,  porque 
en  muchos  casos  no  es  exhaustiva  ni  excluyeme.  Hay 
traslapes  y  mutuos  deslizamientos  de  las  unas  hacia  las 
otras,  a  menudo  imperceptibles,  pero  para  nuestro 
propósito  es  una  categorización  suficiente. 

Las  normas  folklóricas  apuntan  a  hacer  la  convivencia 
humana  más  agradable,  como,  por  ejemplo,  las  normas  de 
cortesía,  modernamente  extendidas,  hasta  incluir  las  del 
tráfico  vial.  Varían,  muchas  veces  notablemente,  de  cul- 
tura a  cultura;  y  las  sanciones  a  sus  violaciones  son 
generalmente  leves  y,  sobre  todo,  muy  variadas. 

Las  normas  morales,  en  cambio,  llevan  a  hacer  la  super- 
vivencia humana  posible,  es  decir,  que  sin  ellas  "la  sangre 
sí  llega  al  río";  las  sanciones  a  sus  violaciones  son  habitual- 
mente severas,  aunque  también  varían  mucho  de  cultura  a 
cultura.  Los  tabúes  del  incesto  y  del  canibalismo  dentro  de 
la  propia  etnia  son  ejemplos  primitivos  de  su  importancia 
para  la  supervivencia  del  individuo  o  del  grupo.  Más 
recientemente,  la  prohibición  del  adulterio  estuvo 


1  Wilham  Graham  Sumner.  "Folkwayr  (1907). 

2  L»w.  Legislation  and  Ubeny.  vol.  3,  [íplogue:  The  Three  Sources  oí  Human  valúes,  Univ.  oí  Chicago  Press,  1979. 
The  Palal  Conccii  passim,  Univ.  oí  Chicago  Press,  1988. 


enderezada  fundamentalmente  a  garantizar  la  respon- 
sabilidad de  los  padres  sobre  los  hijos,  de  cuya  paternidad 
no  pudiera  caber  duda  alguna.  Contemporáneamente,  la 
gama  de  las  conflictos  de  conciencia  entre  normas  se  ha 
ampliado  en  la  medida  en  que  la  sociedad  se  ha  vuelto 
mucho  más  compleja.  Basta,  como  ejemplo,  la  controver- 
ual  en  los  E.E.  U.U.  en  torno  al  aborto,  entre  los  que 
defienden  el  derecho  moral  de  la  mujer  a  elegir  sobre  su 
propio  cuerpo  y  el  derecho  a  la  vida  del  feto  por  nacer.  Lo 
mismo  digamos  acerca  de  la  legalización  del  tráfico  de 
drogas  o  de  la  descriminalización  de  la  homosexualidad. 

Las  normas  "legales"  tienen,  ante  lodo,  un  distintivo 
común  el  respaldo  de  la  autoridad  púlilica,  ya  sea  vista 
acompañada  de  una  sanción  derivada  de  algún  monopolio 
de  la  fuerza  o  no;  se  aspira  por  ellas  (modernamente)  a  la 
uniformidad,  abstracción  c  irrctroactividad  en  su 
formulación,  a  fin  de  asegurar  la  mayor  igualdad  posible 
enire  lodos  las  sometidos  a  las  mismas. 

A  nosotros  nos  interesan  aquí  las  relaciones  entre  las 
normas  morales  y  las  legales,  que  podríamos  simplificar 
lain  clCflO  nesgo)  como  aquellas  que  rigen  el  compor- 
tamiento en  el  "fuero  interno"  y  aquellas  otras  del  "fuero 
externo"  de  la  persona. 

Conviene,  sin  embargo,  notar  que  todas  esas  distinciones 
corresponden  a  los  estadios  más  avanzados  de  la  cultura. 
I  n  sus  Inicios,  ningún  grupo  cultural  parece  haber  distin- 
guido, como  nosotros,  entre  normas  legales,  morales  y 
religiosas,  es  decir,  que  el  contenido  de  todas  las  normas 
les  era  idéntico  y  su  legitimidad  la  concebían,  a  un  tiempo, 
di\  ina  y  humana. 

Hoy  creemos  saber  mas  de  las  áreas  de  convergencia  entre 
ambos  tipos  de  normas  y  de  las  de  sus  divergencias,  y  aun 
posibles  conflictos  entre  ellas. 

Pero,  a  grandes  rasgos,  podríamos  decir  que  las  normas 
legales  y  las  morales  coinciden  o  porque  las  normas 
morales  dictan  el  contenido  de  las  legales,  como  en  los 
casos  de  las  teocracias  (lómese  el  de  los  hebreos;  el  de  los 
reformadores,  bajo  Calvino;  o  de  los  fundamentalistas 
islámicos  jefeados  por  Khomcini),  o,  al  revés,  porque  el 
contenido  de  la  norma  moral  lo  dicta  la  ley,  como  lo 
argüyó,  por  ejemplo,  Thomas  Hobbes  o,  más  reciente- 
mente, HegclV  En  el  primer  caso,  sólo  la  norma  moral  es 


verdaderamente  válida  y  nada  que  no  se  conforme  a  ella 
obliga,  en  consecuencia,  a  obedecer.  En  el  segundo  caso, 
por  el  contrario,  no  hay  ley  injusta  y  el  individuo  está 
obligado  a  obedecerlas  todas. 

Una  segunda  aproximación  ha  sido,  en  la  historia  de  Occi- 
dente, el  reconocimiento  de  que  la  ley  positiva  y  la  norma 
moral  gozan,  cada  una  de  ellas  por  separado,  de  su  propia 
esfera  de  aplicación,  pero  que,  al  mismo  tiempo,  la  norma 
moral  es  una  ley  de  más  alto  calibre  y  proporciona  un 
parámetro  para  la  validez  de  la  positiva.  Cualquier  conflic- 
to entre  ambas  clases  de  normas  puede  ser  resuelto,  en 
última  instancia,  en  favor  de  la  norma  moral;  en  los  demás 
casos  donde  no  hay  conflicto,  cada  una  retiene  su 
autonomía.  Esta  es  la  esencia  del  iusnaturalismo,  tanto  del 
medieval  cristiano  como  del  racionalista  del  Renacimien- 
to. 

Esta  segunda  actitud  encierra  consecuencias  diversas.  Por 
ejemplo,  la  liberación  del  subdito  de  la  obligación  moral 
de  obedecer,  en  el  caso  de  que  la  ley  positiva  contradiga  la 
natural.  Tal  fue  la  conclusión  a  que  arribó  el  canciller 
Tomás  Moro  frente  a  la  pretendida  nulidad  del  matrimonio 
de  Enrique  VIII  con  Catalina  de  Aragón.  Pero,  también 
puede  inferirse  de  ella  la  posición  contraria,  a  saber:  la 
obligación  permunente  del  subdito  a  obedecer,  pues  el 
conflicto  entre  la  ley  positiva  y  la  natural  se  reduce  a  una 
cuestión  pura  de  conciencia  entre  el  Príncipe  y  su  Creador. 
Asf  parece  haber  interpretado  Bodin  la  soberanía  regia. 

Esta  visión  iusnaluralista,  heredada  del  Helenismo  (prin- 
cipalmente a  través  de  la  escuela  estoica)  retiene  su  impor- 
taheia  por  su  vinculación  con  la  doctrina  de  los  derechos 
naturales  del  hombre,  el  substrato  filosófico  de  las 
revoluciones  liberales  de  los  siglos  XVIII  y  XIX.  Pero  nos 
trajo  también  los  nocivos  esfuerzos  del  Medievo  por  arri- 
bar a  precios  naturalmente  "justos"  o  a  la  condena  del 
préstamo  a  interés,  como  práctica  naturalmente  "usurera" 
(dado  que  el  dinero,  como  lo  atestiguó  Aristóteles,  es  por 
naturaleza  "estéril"). 

Lo  mismo  digamos  de  la  concepción  explicitada  en  el 
Derecho  de  Gentes  — que  estuvo  a  la  base  de  las  Leyes  de 
Indias —  de  la  esclavitud  (de  los  africanos)  como  una 
institución,  además,  de  Derecho  Natural. 

Un  tercer  tratamiento  de  la  misma  dicotomía  de  lo  moral 


Thomas  Ifcjbbcs.  irvialhan",  Cdpuulo  21. 

GW.F.  Hcgcl.  "Die  Philc*ophie  des  Rechls"  (The  Die  Philosophy  oí  Righu  translated  and  ediled  by  T.N.  Knox,  Oxford,  1942). 


y  lo  legal  consiste  en  tratar  las  esferas  de  la  ley  y  de  la 
moral  como  mutuamente  excluyentes,  de  tal  manera  que 
las  cuestiones  de  validez  en  cada  uno  no  sean  reducibles  a 
la  otra.  Esto  es  lo  que  se  entiende  por  "positivismo 
jurídico".  La  posición  de  su  principal  exponente,  Hans 
Kelsen  ,  se  reduce  a  que  la  norma  legal  sólo  puede 
depender  de  criterios  legales,  al  igual  que  la  norma  moral 
de  sólo  criterios  morales.  Lo  que  se  persigue  es  la  coheren- 
cia lógica  del  razonamiento  legal  al  margen  de  todo 
criterio  meta-legal. 

Desde  esta  perspectiva,  las  normas  morales,  si  han  de  ser 
tomadas  en  cuenta,  se  reducen  a  cuestiones  de  utilidad 
pública  o  de  tradicional  comodidad.  Tampoco  cabe  aqu(, 
por  tanto,  la  posibilidad  de  una  ley  injusta;  a  lo  sumo,  la 
de  una  ley  menos  conveniente,  que  puede  ser  enmendada 
o  reformada  de  acuerdo  con  principios  de  pura  utilidad 
social. 

El  móvil  clave  de  la  justicia  para  el  ejercicio  legal  devino 
irrelcvantc,  pues  desde  fuera  del  marco  jurídico  no  cabe 
aceptar  prueba  positiva  alguna  de  la  justicia  de  la  norma 
dentro  del  mismo  marco  jurídico. 

Sin  embargo,  el  positivismo  jurídico  parece  enfrentarse  a 
un  problema  toral  para  el  que  no  halla  respuesta:  el  de  que 
lodo  sistema  jurídico  parece  descansar  sobre  valores 
extrajurídicos  (principalmente  morales  o  éticos)  compar- 
tidos abrumadoramente  por  los  miembros  de  una  com- 
unidad civil  para  que  pueda  permanecer  vigente.  Una 
discrepancia  profunda  entre  esa  escala  de  valores  y  el 
sistema  legal  lleva  inevitablemente  o  a  una  imposición 
totalitaria  (que  larde  o  temprano  ha  de  desmoronarse),  o  a 
un  irrespeto  generalizado  por  la  ley,  lo  que  también  larde 
o  temprano  termina  con  la  solidaridad  de  la  comunidad 
civil  . 

El  siglo  XX  ha  sido  un  testigo  muy  particular  de  hasta 
dónde  puede  llevarnos  el  positivismo  jurídico  y  el 
relativismo  moral  que  parece  ser  su  premisa  mayor.  Los 
horrores  de  dos  guerras  mundiales,  sistemas  totalitarios  de 
salvajismo  sin  precedentes,  entreguerras  y  la  general 
descomposición  ética  de  la  sociedad  en  tiempos  de  paz, 
han  hecho  más  que  evidente  las  insuficiencias  concep- 
tuales de  la  Teoría  Pura  del  Derecho.  No  menos  que  la 
posición  iusnaturalisia  fuera  sometida,  a  principios  del 


siglo  XIX,  a  la  implacable  crítica  del  emergente  espíritu 
científico-experimental  y  de  la  Escuela  Histórica 
Alemana,  el  positivismo  jurídico  se  ve  en  urgente 
necesidad  de  redención  por  un  sistema  de  valores  (o  si  se 
quiere  de  fines)  más  allá  de  la  ley  positiva. 

Porque  se  ha  olvidado  que  toda  norma,  además  de  procurar 
hacer  la  conducta  humana  predecible,  pretende  salvaguar- 
dar valores  caros  a  la  comunidad  que  se  rige  por  ella.  La 
norma  de  no  mentir  asegura  el  valor  de  la  verdad;  la  norma 
de  no  hurtar  garantiza  el  de  la  propiedad;  la  norma  de  no 
matar,  el  de  la  vida,  etc..  La  ley  nunca  surge  en  un  vacío 
de  valores,  aun  cuando  estos  valores  sólo  sean 
explícitamente  verbalizables  después  de  observada  la 
"consuciudo",  lo  que  es  la  costumbre  en  la  práctica 
cotidiana  y  muchas  veces  milenaria. 

Como  posible  solución,  pero  aún  mucho  más  vaga  y 
empíricamente  vacía  del  contenido  material  de  valores  que 
la  ley  natural  ofrece,  se  yergue  desde  fines  del  siglo  XVII' 
el  imperativo  categórico  del  formalismo  kantiano:  actúa  de 
tal  manera  que  lu  acción  pueda  erigirse  en  norma  univer- 
sal. Así  lo  intentaron  algunos  neokantianos,  como  Somm- 
ier y  Del  Vecchio,  pero  con  un  resultado  indeciso  que  los 
acerca,  más  que  los  identifica,  a  la  corriente  del  ius- 
naturalismo.  De  ahí,  también,  los  titánicos  esfuerzos  de 
Max  Scheler  por  complementarlo,  incorporándole  una  es- 
cala de  valores  metafísicos  "a  priori"  y  los  no  menos 
titánicos  de  los  positivistas  para  reafirmar  el  divorcio  ab- 
soluto a  posteriori  entre  el  mundo  de  las  intenciones  y  el 
mundo  de  la  conducta  observable,  que  es  el  normado  por 
la  Ley. 

Por  todo  ello,  resulta  ahora  tan  atractiva  la  hipótesis 
hayekiana  de  distinguir  cuidadosamente  las  leyes  positivas 
(eminentemente  de  Derecho  Público)  de  las  "nomoi"  o 
leyes  en  el  pleno  sentido  clásico  de  la  palabra,  que  fun- 
damentalmente constituyen  el  Derecho  Privado  (incluido 
el  Derecho  penal). 

El  derecho  público,  más  preocupado  de  las  "res"  que  de  las 
"personas",  se  mueve  en  el  mundo  de  los  medios  y,  como 
tal,  queda  subordinado  al  derecho  privado,  más  del  mundo 
de  las  personas,  y,  por  lo  tanto,  de  los  fines. 

La  vida  moral  es  un  atributo  de  la  persona  natural  con  sus 


5  Itani  Relien.  "I*  Teoría  pura  (Jcl  Derecho"  (Die  reine  Rcchlílehre,  lera,  edición,  Viena,  19341 

6  Dennu  Uoyd.  The  Idea  oí  Law",  Balumorc,  1964. 

M»«  Scheler.  "Der  Formalísima  m  der  Elhik  unddie  malcríale  Weneihik".  2  vols..  Italle,  1913-1916. 


valores  y.  por  consiguiente,  deviene  asi  también  el  Tin  del 
Derecho.  Esos  valores,  la  Historia  y  la  Antropología  lo 
confirman,  no  son  tan  inmutables  como  lo  pretendieran  los 
lusnaturalistas.  pero  tampoco  tan  a  la  discreción 
racionalizado™  de  ningún  gobernante.  Son  productos 
decantados  de  una  evolución  milenaria,  que  se  han  man- 
tenido operacionales  sin  cambio  por  tan  largo  tiempo  por- 
que han  llenado,  más  allá  de  las  expectativas  racionales 
indn  iiJuulcy  alguna  función  vital  que  muchas  veces  no 
sabe  discernir  pero  que  le  ha  permitido  al  hombre 
v)br cvivir  y  prosperar  en  grupos.  Son  valores  derivados  de 
un  conocimiento  disperso  y,  como  ules,  imposibles  de  ser 
racionalmente  integrados  por  una  mente  individual,  pero 
valores,  al  fin.  eficaces,  vigentes  comunitariamente,  que 
iodo  Icgisljjor  ha  de  respetar 

En  nuestro  caso,  son  los  valores  de  la  herencia  judcoens 
liana  que  acarrean,  enriquecidas.  I.is  especulaciones  de  los 
griegos,  la  jurisprudencia  romana,  la  crisiiani/ación  de 
Aristóteles  por  Santo  Tomás  de  Aquino.  el  racionalismo 
renacentista  y  el  desarrollo  de  la  curiosidad  iniclcclual. 

quedó  moldeada  por  la  Revolución  Científica  desde 
el  siglo  XVII  Uis  lincs  últimos  de  esa  tradición  (la  per- 
vm.i.  su  libertad,  su  propiedad,  su  felicidad,  o  la  justicia, 
la  verdtd,  la  vida.  Dios  )  no  son  fines  meramente  ins- 
trumentales, como  lodos  los  demás  que  perseguimos  con 

elección  deliberada,  sino  eso,  lincs  últimos  por  lo 
menos  para  el  que  en  ellos  cree,  y  que  inclusive  en  la 
opinión  de  algunos  han  llegado  a  ser  intrínsecos,  es  decir, 
umversalmente  s.'ilid. r>    I  KM  !incs  han  de  escapar  a  la 

:i  del   legislador,  mas  bien  son  presupuestos  en  la 

n  del  legislador,  que  a  el  no  le  es  dado  obviar,  y  que 
aseguran,  como  un  bienvenido  subproducto,  el  que   la 
■    ■  ración  pacifica  cnuc  los  hombres  llegue  a  ser  una 
realidad 

I.m.is  premisas  apuntan  inevitablemente  hacia  la  necesidad 
de  una  revaloración  del  derecho  consuetudinario  a  expen- 
sas Jel  derecho  positivo,  I  una  subordinación  del  derecho 
público  al  derecho  privado,  porque  sólo  asf  parece  quedar 
garantizada  la  autonomía  moral  de  la  conciencia  dentro  del 
marco  del  Estado  moderno,  como  lo  sugiere  la  historia  de 
los  últimos  trescientos  anos  de  la  "common  law" 
anglosajona. 

El  Derecho  Público,  se  insiste,  se  endere/a  hacia  la 
organización  del  aparato  del  Estado  como  un  medio  en  su 


conjunto  moral  y  legal  para  el  fin  de  la  preservación  de  los 
valores  implícitos  del  Derecho  privado.  Cada  disposición 
del  Derecho  Público  no  es  en  sf  de  carácter  moral.  Sólo  el 
conjunto  de  sus  disposiciones,  a  cuyas  sanciones  en  el 
fuero  externo  hay  obligación  de  conciencia  de  acatar  so 
pena  de  que  desaparezca  la  vida  comunitaria  civilizada- 
mente organizada,  se  erige  ante  nuestros  ojos  como  ente 
moral  merecedor  de  nuestro  respeto  y  obediencia.  Las 
disposiciones  aisladas  de  Derecho  Público  (como  el  con- 
trol del  cambios)  que  violen  esta  subordinación  al  Derecho 
Privado,  devienen  meramente  "penales":  es  decir,  no 
obligan  en  conciencia  a  acatar  su  substancia  sino  sólo 
sanción  respectiva. 

Esto  nos  trac  a  un  tema  aparte  del  de  las  valores  que  es  el 
del  origen  de  la  obligación  moral:  ¿de  dónde  nos  viene  la 
obligación  de  hacer  el  bien  y  evitar  el  mal?  Este  tema  se 
introdujo  en  la  tradición  de  Occidente  por  el  cristianismo. 
Toda  la  tradición  inca  y  moral  de  Grecia  habla  sido 
"prudencial",  es  decir,  que  la  virtud  descansaba  sobre  la 
hipótesis  de  que  se  quería  el  bien,  el  que  fuera  (la  felicidad 
personal,  la  paz  del  alma,  el  placer,  etc.).  La  dimensión 
categórica  (hacer  lo  que  hacemos  no  por  sus  consecuen- 
i  i.is  igradableí  o  beneficiosas  si  no  por  el  simple  hecho  de 
estar  mandado  o  prohibido  por  la  autoridad  de  Dios)  resul- 
taba ajena  al  ethos  de  la  cultura  griega.  La  Antígona  de 
Sófocles  les  había  hecho  vislumbrar  anticipadamente  la 
dimensión  categórica  de  una  ley  divina  y  superior  a  toda 
ley  positiva,  pero  les  faltaba  la  claridad  derivada  del  some- 
timiento a  una  autoridad  personul.  Eso  lo  aportó  el  cris- 
tianismo. 

El  mundo  moderno,  surgido  de  la  Revolución  Científica 
del  siglo  XVII,  ha  regresado  mayormente  a  la  actitud 
prudencial  de  los  griegos,  con  la  excepción  muy  notable 
de  Kant  y  sus  seguidores.  Tal  es  la  posición  de  los  utilitaris- 
tas de  uxJa  laya,  desde  los  racionalistas  "ingenuos"  como 
Jeremías  Bentham  hasta  los  racionalistas  más  críticos, 
como  Henry  Hazlnt. 

Sin  embargo,  el  problema  del  origen  de  la  obligación  moral 
cae  fuera  del  ámbito  del  Derecho  y  sólo  es  discutible 
dentro  del  de  la  moral  o  de  la  ética.  Pero,  de  nuevo,  toda 
legislación  positiva  ha  de  tener  cuenta  de  ese  límite  mar- 
cado por  el  universal  sentido  de  obligación  moral  en  el  ser 
humano,  obligación  que  se  constituye  así,  como  los  otros 
tan  mentados  derechos  fundamentales  e  inalienables  del 


Verlainieresaniedislinciónque  hace  Ikniy  Ilazlill  en  "Los  Fundamente*  de  la  moral"  Cap  VIII  (I"he  Foundalions  of  Morality,  Van  Nostrand, 
19M)enire  el  uiilnansmu  "de  caso"  y  el  uliluansmode  "norma"  o  de  "regla". 


hombre,  en  parte  de  la  esfera  sagrada  de  la  libertad  per- 
sonal que  a  ningún  legislador  le  es  permitido  transgredir. 
Es  precisamente  por  ello,  por  ejemplo,  que  el  Derecho 
contemporáneo  de  las  sociedades  democráticas  ha  acabado 
por  aceptar  el  principio  de  la  "objeción  de  conciencia". 

Una  mención  he  de  hacer  aquí  del  aporte  — tan  debatido — 
del  magisterio  de  la  Iglesia  Católica  en  material 
generalizadamente  "social". 

El  pensamiento  social  cristiano  se  afinca  últimamente  en 
supuestas  realidades  que  trascienden  la  experiencia.  En 
cuanto  tal,  el  discurso  del  magisterio  eclesiástico  no  puede 
siempre  coincidir  con  las  posiciones  de  liberales  y  socialis- 
tas, que  excluyen  explícitamente  por  principio  el  recurso 
a  la  inferencia  a  partir  de  esas  realidades  trascendentes. 

Sin  embargo,  ese  recurso  a  lo  trascendente  ha  sido,  de 
hecho,  parle  esencial  de  la  tradición  de  Occidente  y  se  ha 
mostrado  beneficiosamente  fecundo  en  conclusiones  que 
han  incorporado  en  diverso  grado  las  legislaciones  de 
Occidente;  tal  es,  por  ejemplo,  la  supremacía  de  la  dig- 
nidad de  la  persona,  la  solidaridad  de  los  que  disponen  de 
más  hacia  los  que  disponen  de  menos,  el  llamado  a  todos 
y  cada  uno  a  trabajar  por  el  bien  "común",  el  respeto  a  la 
propiedad  ajena,  el  principio  de  equidad  por  encima  in- 
cluso del  de  la  justicia,  el  ejercicio  responsable  en  lo  íntimo 
de  la  conciencia  individual  frente  a  la  acción  del  Estado, 
la  igualación  ante  la  ley  de  la  mujer  y  el  hombre,  el  derecho 
primario  de  los  padres  a  la  patria  potestad  sobre  sus  hijos, 
etc. 


La  legitimación,  respecto  de  estos  valores,  no  puede 
hacerse  de  la  misma  manera  desde  premisas  prudenciales 
que  desde  premisas  trascendentemente  categóricas.  Pero 
ahí  están  vigentes  y  fecundos,  aceptados  mayoritariamente 
por  creyentes  y  agnósticos.  Quizás  eso  tenía  en  particular 
en  la  mente  Hayek  cuando  calificó  a  los  profetas  y  sacer- 
dotes como  "los  guardianes  de  la  tradición",  tradición  que 
entraña  por  antonomasia  el  derecho  consuetudinario, 
arrinconado  en  nuestra  América  Ibérica  desde  la  explosión 
de  frenesí  legislativo  y  codificador  de  la  Revolución  Fran- 
cesa. 

Los  valores,  en  conclusión,  no  se  pueden  legislar;  pero 
tampoco  pueden  ser  ignorados  por  la  ley,  que  está  hecha 
para  los  hombres  que  los  viven,  no  para  ficciones  jurídicas. 

En  el  mundo  pluralista  de  nuestros  días,  el  desafío  por 
anclar  sólidamente  el  mundo  de  los  hechos  en  el  de  los 
valores  abarca  todas  las  facetas  de  la  actividad  humana, 
incluyendo  esa,  tan  peculiarmente  áspera,  de  los  conflictos 
de  intereses  y  de  las  demandas  mutuas  que  conciernen  a  la 
actividad  jurídica. 

Estar  conscientes  de  ese  desafío  puede  ser,  para  los  prac- 
ticantes de  la  profesión,  el  auténtico  comienzo  de  la 
sabiduría. 


Armando  de  la  Torre 
Guatemala,  5  de  marzo  de  1991. 


DERECHO 


LA  CORTE  DE  CONSTITUCIONALIDAD  Y 

EL  CONTROL  DE  LA  CONSTITUCIONALIDAD 


I.  Introducción 

Previo  a  comentar  algunos  de  los  fallos  proferidos  por  la 
Corte  de  Constitucionalidad  en  materia  de  control  de  la 
constitucional  ida  d  durante  los  primeros  S  artos  de  vigencia 
de  la  Constitución  de  Guatemala,  sancionada  el  31  de 
mayo  de  198S,  conviene  que  puntualicemos  los  elementos 
constitutivos  del  Estado  Constitucional  de  Derecho  y  exa- 
minemos los  mecanismos  de  protección  y  defensa  del 
orden  constitucional. 


II  Kstado  C'onstitucluoul  de  Dcrtcbo 

jdo  Constitucional  de  Derecho  se  estructura  sobre  la 
base  de  los  principios  de  la  DIVISIÓN  DE  LOS 
PODERES,  la  SUPREMACÍA  DE  LA  CONSTITUCIÓN 
y  la  JURISDICCIÓN  CONSTITUCIONAL. 

Montcsquicu  dice  que  ha  de  procurarse  Id  división  de  los 
poderes  de  acuerdo  con  el  contenido  de  sus  funciones, 
fijando  con  claridad  sus  respectivas  esferas  de  competen- 
(  i.i  c%  liando  las  interferencias  de  la  actividad  de  unos  en 
lir.  campos  correspondientes  a  Icr  demás' 

En  efecto,  quedando  perfectamente  enmarcado  el  campo 
de  competencia  de  la  actividad  estatal,  los  ciudadanos 
quedan  .r  unirá  las  acciones  arbitrarias  del 

poder  del  Estado,  toda  ve/  que  íste  tiene  que  manifestarse 
a  través  de  leyes  y  islas  tienen  que  emanar  del  órgano  u 
órganos  estatales  encargados  de  la  función  legislativa  y, 
en  caví  de  duda,  otro  órgano  estatal,  el  órgano  jurisdic- 
cional, determinará  la  norma  que  deba  aplicarse 

Asimismo,  si  se  delega  la  soberanía  entre  varios  órganos, 
correspondiendo  a  distintos  poderes  dentro  del  Estado 
ejercitarla  en  un  mismo  plano  de  igualdad,  se  puede  lograr 
un  equilibrio  que  se  traduzca  en  un  prudente  ejercicio  del 
poder,  en  un  balance  de  poderes,  en  el  que  un  poder  sirva 
de  freno  y  de  control  al  otro.  Esta  teoría  se  conoce  como 
de  los  frenos  y  contrapesos. 

Ademas,  la  distribución  de  la  soberanía  especializa  las 
funciones  y  divide  las  tareas  a  rcah/ar  por  el  Estado  y  con 
es.i  espcci.ili/ación  y  distribución  de  labores  hace  posible 
un  mejor  ejercicio  del  poder. 


El  principio  de  la  primacía  constitucional,  según  el 
profesor  Eduardo  García  de  Enterría,  consiste  en  atribuir 
"un  valor  normativo  superior  inmune  a  las  leyes  ordinarias 
y,  más  bien,  determinante  de  la  validez  de  éstas,  un  valor 
superior  judicialmente  tutelado".2 

En  relación  a  la  Jurisdicción  Constitucional,  el  Doctor 
Manuel  García  Pelayo  dice  que  "es  característica  del  Es- 
tado Constitucional  de  Derecho  que  todos  los  poderes 
públicos  y,  particularmente  los  poderes  legislativo, 
ejecutivo  y  judicial,  eslén  sujetos  a  la  Constitución,  es 
decir,  que  actúen  dentro  de  los  limites  de  la  competencia 
fundamental  del  Estado  sin  que  puedan  invadir  la  esfera  de 
autodeterminación  de  las  personas  y  la  autorregulación  de 
las  sociedades  y  dentro  de  los  limites  de  las  competencias 
especificas  que  a  cada  uno  de  ellos  le  señala  la 
Constitución  frente  a  las  competencias  atribuidas  a  los 
demás  órganos  constitucionales...  La  estabilidad  del  sis- 
lema  exige  un  mecanismo  de  control  que  asegure  que  los 
poderes  públicos  se  mantengan  dentro  de  los  parámetros 
constitucionales  y  neutralicen  las  desviaciones  en  su  fun- 
cionamiento, haciendo  volver  las  cosas  al  nivel  de  cons- 
litucionalidad  requerido...  el  Estado  Constitucional  de 
Derecho  sólo  adquiere  existencia  cuando  se  establece  una 
jurisdicción  constitucional". 

Lógicamente  esa  potestad  de  defensa  del  orden  cons- 
titucional (jurisdicción  constitucional)  debe  asignarse  a 
tribunales  específicos,  cuya  estructuración  es  todavía 
motivo  de  estudios  y  debates. 

El  modelo  de  Estado  descrito  en  nuestra  Constitución 
Política  se  fundamenta  en  los  principios  que  informan  al 
Estado  Constitucional  de  Derecho  en  los  términos  siguien- 
tes: 


A)  Principio  de  división  de  los  poderes 

El  artículo  141  de  la  Constitución  dispone  que  "La 
soberanía  radica  en  el  pueblo  quien  la  delega,  para  su 
ejercicio,  en  los  Organismos  Legislativo,  Ejecutivo  y  Judi- 
cial. La  subordinación  entre  los  mismos  es  prohibida". 

B)  Principio  de  supremacía  de  la  Constitución 

El  artículo  44  de  la  Constitución  establece  que  "Serán 


1  Citado  por  Porrua  Pérez,  francisco  TEORÍA  DEL  ESTADO.  Editorial  Pomía,  S.A.,  México  1958,  página  319. 

2  Otado  por  Pinlo  Acevedo.  My  ñor  CONFERENCIA  PRONUNCIADA  EN  EL  XII  CONGRESO  JURÍDICO  GUATEMALTECO  "LUIS 

1  MUJO  AV/UETO  LOPEZr  MEMORIAS  DEL  XII  CONGRESO  JURÍDICO  GUATEMALTECO  "LUIS  EMILIO  ANZUETO  LÓPEZ', 
pagina  1 14 

3  Citado  por  Maldonado  Aguirre.  Alejandro.  LA  MAGISTRATURA  DE  LO  CONSTITUCIONAL  Corle  de  Constitucionalidad.  Guatemala, 
1990  Página  6. 
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nulas  ipso  jure  las  leyes  y  las  disposiciones  gubernativas  o 
de  cualquier  otro  orden  que  disminuyan,  restrinjan  o  ter- 
giversen los  derechos  que  la  Constitución  garantiza". 

El  artículo  175,  párrafo  primero,  de  la  Constitución, 
preceptúa  que  "Ninguna  ley  podrá  contrariar  las  dis- 
posiciones de  la  Constitución.  Las  leyes  que  violen  o 
tergiversen  los  mandatos  constitucionales  son  nulas  ipso 
jure". 

Q  Principio  de  jurisdicción  constitucional 

La  Constitución  vigente  asigna  el  control  de  la  cons- 
titucionalidad  tanto  a  los  tribunales  ordinarios  y  extraor- 
dinarios de  justicia  como  a  la  Corte  de  Constitucionalidad. 

Los  tribunales  ordinarios  y  extraordinarios  de  justicia  co- 
nocen en  primera  instancia  las  impugnaciones  en  contra  de 
leyes  objetadas  de  inconstitucionalidad  en  casos  concretos 
y  en  las  acciones  de  amparo  sometidas  a  su  competencia  y 
las  solicitudes  de  exhibición  personal  (Artículos  266  de  la 
Constitución  y  12,  13,  14,83,  116,  117,  118,  119  y  120  de 
la  Ley  de  Amparo,  Exhibición  Personal  y  de  Cons- 
titucionalidad). 

La  Corte  de  Constitucionalidad  conoce  en  única  instancia 
de  las  impugnaciones  interpuestas  contra  leyes  o  dis- 
posiciones de  carácter  general,  objetadas  parcial  o  total- 
mente de  inconstitucionalidad  y  de  las  acciones  de  amparo 
planteadas  contra  el  Congreso,  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia y  el  Presidente  y  Vicepresidente  de  la  República;  y  en 
apelación  de  las  impugnaciones  en  contra  de  leyes  ob- 
jetadas de  inconstitucionalidad  en  casos  concretos 
(Artículos  267  y  272,  incisos  a,  b,  c  y  d,  de  la  Constitución, 
y  1 1, 60, 133  y  163,  incisos  a,  b,  c  y  d,  de  la  Ley  de  Amparo, 
Exhibición  Personal  y  de  Constitucionalidad). 


1.2  Mecanismos  de  protección  y  defensa  del 
orden  constitucional 

A  continuación  examinaremos  los  mecanismos  de  defensa 
del  orden  constitucional,  a  saber: 

A)  Instrumentos  de  protección  del  orden  constitucional 

En  congruencia  con  el  principio  de  División  de  Poderes,  la 
Constitución  de  1985  establece  una  serie  de  controles  que 
permiten  la  protección  del  orden  constitucional,  a  saber: 


1.  Principales  controles  sobre  el  Organismo  Legislativo 

•  En  el  proceso  de  formación  de  la  ley  se  exigen  mayorías 
calificadas  en  casos  específicos  (Artículos  176  y  179  de 
la  Constitución)  y  la  discusión  de  los  proyectos  de  ley 
en  tres  sesiones  diferentes,  salvo  casos  de  urgencia 
nacional  (176  de  la  Constitución). 

•  El  Organismo  Ejecutivo  puede  vetar  las  leyes 
aprobadas  por  el  Congreso  de  la  República  (Artículo 
178  de  la  Constitución). 

2.  Principales  controles  sobre  el  Organismo  Ejecutivo 

•  El  Congreso  acepta  o  no  la  renuncia  del  Presidente  o 
del  Vicepresidente  de  la  República  (Artículo  165,  in- 
ciso c,  de  la  Constitución). 

•  Corresponde  al  congreso  desconocer  al  Presidente  de  la 
República  si,  habiendo  vencido  su  período  cons- 
titucional, continúa  en  el  ejercicio  del  cargo  (Artículo 
165,  inciso  h,  de  la  Constitución). 

•  Corresponde  al  Congreso  declarar  la  incapacidad  física 
o  mental  del  Presidente  de  la  República  para  el  ejercicio 
del  cargo  (Artículo  165,  inciso  i,  de  la  Constitución). 

•  El  Congreso  puede  interpelar  a  los  ministros  de  Estado 
y  de  votos  de  falta  de  confianza  en  su  contra  (Artículo 
165,  inciso  j,  de  la  Constitución). 

•  El  Congreso  puede  citar  a  cualquier  funcionario  o 
empleado  público  cuando  lo  estime  necesario  (Artículo 
168  de  la  Constitución). 

•  Corresponde  al  Congreso  aprobar,  modificar  o  im- 
probar el  Presupuesto  de  Ingresos  y  Egresos  del  Estado 
y  la  aprobación  o  improbación  de  todos  los  ingresos  y 
egresos  de  las  finanzas  públicas  (Artículo  171,  incisos 
b  y  d,  de  la  Constitución). 

•  Es  atribución  del  Congreso  aprobar  los  empréstitos  u 
otras  formas  de  deudas,  en  el  interior  o  en  el  exterior 
(Artículo  171,  inciso  i,  de  la  Constitución). 

•  Corresponde  al  Congreso  declarar  si  ha  lugar  o  no  a 
formación  de  causa  contra  el  Presidente  y  Vicepresi- 
dente de  la  República  (Artículo  171,  inciso  h,  de  la 
Constitución). 

•  Es  atribución  del  Congreso  aprobar,  antes  de  su 
ratificación,  los  tratados,  convenios  o  cualquier  arreglo 


internacional   (Artículo   171,   inciso   I, 
Constitución). 


de   la 


•  El  Congreso  puede  nombrar  comisiones  de 
investigación  en  asuntos  específicos  de  la 
administración  pública,  que  planteen  problemas  de 
interés  nacional  (Artículo  171,  inciso  m,  de  la 
Constitución). 

•  Corresponde  al  Congreso  decretar  impuestos  ordinarios 
y  extraordinarios,  arbitrios  y  contribuciones  especiales, 
conforme  a  las  necesidades  del  Estado  y  de  acuerdo  con 
la  equidad,  asi  como  determinar  las  bases  de  la 
recaudación  (Artículos  171,  inciso  c,  y  239  de  la 
Constitución). 

•  El  Organismo  Ejecutivo  presentará  anualmente  al  Con- 
greso la  rendición  de  cuentas  del  Estado  (Articulo  241, 
párrafo  primero,  de  la  Constitución). 

•  I-a  función  del  Tribunal  de  lo  Contencioso  Ad- 
ministrativo es  controlar  la  juridicidad  de  la 
administración  pública  y  puede  conocer  en  caso  de 
contienda  por  adoso  rcviluc  iones  de  la  administración 
y  de  autoridades  descentralizadas  y  autónomas  del  Es- 
tado, asi  como  en  los  casos  de  controversias  dcnvad.is 
de  contratos  y  concesiones  adminisir.iiivas  (Articulo 
221  de  la  Constitución). 

•  Uh  Ministros  deben  refrendar  l<*.  decretos,  acuerdos  y 
reglamentos  dictados  por  el  Presidente  de  la  República, 
relacionadla  con  su  despacho  para  que  tengan  validez 
(Articulo  194,  inciso  d.  de  la  Constitución). 

.V  l'rim  ipulrs  controles  sobre  el  Organismo  Judiciul 

•  Corresponde  al  Congreso  elegir  a  lus  Magistrados  de  la 
Corte  Suprema  de  Justicia  y  de  la  Corte  de  Apelaciones 
(Artículos  21  S  y  21 7  de  la  Constitución). 

•  i  Dntsponde  al  Congreso  declarar  si  ha  lugar  o  no  a 
formación  de  causa  contra  los  Magistrados  de  la  Corte 
Suprema  de  Justicia  (Articulo  171,  inciso  h,  de  la 
Constitución). 

4.  II  l'rocurudor  de  los  Derechos  llumunos 

El  Procurador  de  los  Derechos  Humanos  es  un  comi- 
sionado del  Congreso  de  la  República  para  la  defensa  de 
los  derechos  humanos  que  la  Constitución  garantiza  y  tiene 
facultades  de  supervisar  la  administración  (Artículo  274 
de  la  Constitución). 


B)  Garantías  constitucionales 

Los  instrumentos  de  defensa  del  orden  constitucional  con- 
templados en  nuestra  Constitución  son:  La  Exhibición 
Personal  o  Hábeas  Corpus,  el  Amparo  y  la  Declaración  de 
Inconstiiucionalidad. 


1.  Exhibición  personal  o  hábeas  corpus 

La  garantía  constitucional  de  Exhibición  Personal  o 
Hábeas  Corpus  está  contemplada  en  los  artíulos  263  y  264 
de  la  Constitución  y  está  regulada  por  la  Ley  de  Amparo, 
Exhibición  Personal  y  de  Constitucional idad  (del  artículo 
82  al  113). 

El  propósito  de  dicha  garantía  es  la  defensa  de  la  libertad 
y  la  seguridad  de  las  personas. 

La  Exhibición  Personal  o  Hábeas  Corpus  no  ha  sido  del 
iodo  efectiva  en  nuestro  país,  extremo  que  se  demuestra 
con  el  trágico  historial  de  violaciones  a  los  Derechos 
Humanos  que  tiene  Guatemala. 

2.  Ampuro 

La  garantía  constitucional  de  Amparo  está  prevista  en  el 
artículo  265  de  la  Constitución  y  está  regulada  por  la  Ley 
de  Amparo,  Exhibición  Personal  y  de  Constitucionalidad 
(del  artículo  8  al  81). 

El  objeto  de  dicha  garantía  es  la  defensa  de  las  personas 
contra  la  arbitrariedad  y  el  abuso  de  poder. 

Las  principales  características  del  Amparo  en  el  régimen 
constitucional  guatemalteco  son: 

a)  No  hay  ámbito  que  no  sea  susceptible  de  amparo  y 
procede  siempre  que  los  actos,  resoluciones,  dis- 
posiciones o  leyes  de  autoridad  lleven  implícita  una 
amenaza,  restricción  o  violación  a  los  derechos  que  la 
Constitución  y  las  leyes  garantizan  (Artículos  265  de 
la  Constitución  y  8  de  la  Ley  de  Amparo,  Exhibición 
Personal  y  de  Constitucionalidad). 

b)  Las  disposiciones  relacionadas  con  el  Amparo  deben 
interpretarse  siempre  en  forma  extensiva,  a  efecto  de 
procurar  la  adecuada  protección  de  los  derechos 
humanos  y  el  funcionamiento  eficaz  de  las  garantías  y 
defensas  del  orden  constitucional  (Artículo  2  de  la  Ley 
de  Amparo,  Exhibición  Personal  y  de  Constitucio- 
nalidad). 
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c)  3  fallos  contestes  de  la  Corte  de  Constitucionalidad 
sientan  doctrina  legal  que  debe  respetarse  por  los 
tribunales  (Artículo  43  de  la  Ley  de  Amparo, 
Exhibición  Personal  y  de  Constitucionalidad). 

d)  El  Amparo  surte  los  efectos  contenidos  en  el  artículo 
49  de  la  Ley  de  Amparo,  Exhibición  Personal  y  de 
Constitucionalidad. 

e)  Las  apelaciones  contra  los  fallos  de  primera  instancia 
en  el  juicio  de  amparo  las  conoce  y  resuelve  la  Corte 
de  Constitucionalidad  (Artículos  272,  inciso  c,  de  la 
Constitución  y  60  y  163,  inciso  c,  de  la  Ley  de  Amparo, 
Exhibición  Personal  y  de  Constitucionalidad). 

3.  Declaración  de  inconstitucionatidad 

Nuestro  régimen  constitucional  admite  la  posibilidad  de 
que  se  revise  o  examine  la  constitucionalidad  de  leyes  en 
casos  concretos  (Sistema  de  control  de  constitucionalidad 
difuso,  incidental,  de  alcance  particular  y  con  efectos  de- 
clarativos), según  se  desprende  del  artículo  266  de  la 
Constitución,  y  la  posibilidad  de  que  se  revise  o  examine 
la  constitucionalidad  de  leyes,  reglamentos  o  dis- 
posiciones de  carácter  general  directamente  (Sistema  de 
control  de  constitucionalidad  concentrado  o  autónomo, 
principal,  de  alcance  general  y  de  efectos  constitutivos), 
según  se  establece  en  el  artículo  267  de  la  Constitución. 


II.  Comentarios  a  algunos  fallos  proferidos  por  la  Corte 
de  Constitucionalidad  en  materia  de  control  de  Constl- 
tucionulidud 

A  continuación,  comentaremos  los  razonamientos  hechos 
por  la  Corte  de  Constitucionalidad  al  resolver  deter- 
minadas impugnaciones  interpuestas  contra  leyes  o  dis- 
posiciones de  carácter  general,  objetadas  parcial  o 
totalmente  de  inconstitucionalidad  y  juicios  de  amparo. 

II.  1  Razonamientos  de  la  Corte  de  Constitucionalidad 
al  resolver  determinadas  Impugnaciones  interpuestas 
contra  leyes  o  disposiciones  de  curácter  general  ob- 
jetadas parcial  o  totalmente  de  ¡nconstitucionulidad 

A)  Principiaremos  por  comentar  algunas  de  las  con- 
clusiones a  que  llegó  la  Corte  de  Constitucionalidad  al 
dictar  la  sentencia  de  fecha  17  de  septiembre  de  1986, 
en  la  Acción  de  Inconstitucionalidad  General  Parcial 
interpuesta  por  el  Licenciado  Jonás  Alvise  Vásquez 
AJvarado  contra  la  Ley  de  Protección  al  Consumidor 


(Decreto  Ley  número  1-85)  y  el  Reglamento  de  dicha 
Ley:4 

La  Corte  sostuvo  que  el  artículo  16  de  las  Disposiciones 
Transitorias  y  Finales  de  la  Constitución  no  confería  a 
los  Decretos  Leyes  emanados  de  los  regímenes  de  facto 
garantía  de  no  ser  objetados  de  inconstitucionalidad  por 
incompatibilidad  con  preceptos  constitucionales. 

Lo  fundamental  de  esta  conclusión  de  la  Corte  es  que 
se  ratificó  el  principio  de  la  Supremacía  de  la 
Constitución  sobre  los  referidos  Decretos  Leyes  y  se 
desechóla  pretensión  de  que  los  mismos  se  equipararan 
a  los  preceptos  constitucionales. 

La  Corle  sostuvo  que  la  legitimación  para  interponer  la 
acción  de  inconstitucionalidad  contra  leyes  o  dis- 
posiciones de  carácter  general  no  estaba  sujeta  a  la 
justificación  de  un  interés  directo. 

Esta  conclusión  de  la  Corte  ratifica  la  voluntad  del 
legislador  en  el  sentido  de  garantizar  la  posibilidad  de 
que  cualquier  ciudadano  con  el  auxilio  de  3  abogados 
colegiados  activos  pudiera  fiscalizar  la  compatibilidad 
o  incompatibilidad  de  las  leyes  o  disposiciones  de 
carácter  general  con  la  Constitución. 

La  Corte  sostuvo  que  corresponde  a  la  misma  deter- 
minar la  compatibilidad  o  incompatibilidad  de  las  leyes 
o  disposiciones  de  carácter  general  con  la  Constitución, 
ya  que  si  no  hubiere  determinación  previa  de  la  Corte 
en  ese  sentido  se  estaría  prejuzgando. 

Este  razonamiento  de  la  Corte  es  importante  porque 
obliga  a  que  haya  declaración  de  certeza  en  cuanto  a  la 
inconstitucionalidad  de  leyes  o  disposiciones  de  obser- 
vancia general,  lo  que  impide  las  interpretaciones  an- 
tojadizas y  arbitrarias. 

La  Corte  sostuvo  que  el  artículo  24  de  la  Constitución 
garantiza  la  inviolabilidad  de  correspondencia,  los 
documentos  y  los  libros  de  carácter  privado  de  las 
personas,  pero  no  sus  documentos  mercantiles  que  por 
el  hecho  de  ser  públicos  pueden  ser  revisados  o  in- 
cautados sin  necesidad  de  que  medie  resolución  judi- 
cial. 

En  nuestra  opinión,  este  razonamiento  es  antojadizo  y 
carece  absolutamente  de  asidero  constitucional  y  legal. 
Los  documentos  mercantiles  son  de  carácter  privado  y 


4         Gaceta  Jurisprudencial  de  la  Corle  de  Conslilucionalidad  Página*  1  a  12  de  la  #1. 
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están  amparadas  por  lo  que  dispone  el  articulo  24  de  la 
Constitución.  Son  públicos  los  actos  y  resoluciones  de 
la  administración  pública  de  conformidad  con  lo  que 
establece  el  articulo  30  de  la  Constitución  y  los  actos  y 
diligencias  de  los  tribunales  según  el  articulo  63  de  la 
nueva  Ley  del  Organismo  Judicial. 

B)  En  las  sentencias  de  fechas  5  de  febrero  de  1988,  12  de 
febrero  de  1988.  13  de  abril  de  1988.  12  de  mayo  de 

188,  17  de  agosto  de  1988,  19  de  octubre  de  1988,26 
de  octubre  de  1988,  20  de  enero  de  1989,  30  de  enero 
de  1989  y  3  de  agosto  de  1989,  dictadas  respectiva- 
mente en  las  Acciones  de  Inconslitucionalidad  General 
Parcial  contra  la  Ley  del  Impuesto  Único  sobre  In- 
muchlcs,  las  Reformas  de  la  ley  del  Impuesto  al  Valor 
Agregado,  la  Ley  del  Impuesto  sobre  la  Renta,  la  Ley 
del  Impuesto  de  Papel  Sellado  y  Timbres  Fiscales,  la 
Corte  de  Constitucional iJjJ.  si  bien  es  cierto  declaró 
inconstitucionales  algunas  de  las  disposiciones  legales 
y  reglamentarias  impugnadas,  no  accedió  a  declarar 
inconstitucionales  otras  que.  a  nuestro  juicio,  son  in- 
compatibles con  la  Constitución. 

En  general,  estimamos  que  la  Corte  de  Con- 
siilucionalidad  fue  dcmjsudo  tolerante  e,  incluso, 
hasta  permisiva,  con  respecto  a  claras  inconsiiiu- 
uonalidadcs  dcnunci.nJ.is  contra  disposic iones  de  las 
leyes  y  reglamentos  íiv.ilcs  cmindiis  con  motivo  de  la 
REFORMA  TRINITARIA  DE  1987 

C)  En  las  sentencias  de  fechas  21  de  mayo  de  1987,  15  de 
mam  de  1988,  19  de  mayo  de  1988,  26  de  mayo  de 
1988,  vi  de  mayo  de  1988  y  19  Je  agosto  de  1988, 
dictadas  dentro  de  las  Acciones  de  Inconslúu- 
cíonalidad  contra  el  Decreto  1S-87  del  Congreso,  el 
Acuerdo  número  106-87  emitido  por  el  Presidente  del 
Organismo  Judicial  y  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia 
(Cámara  Civil),  la  Ley  de  los  CbnaejOi  de  Desarrollo 
Urbano  y  Rural,  el  Reglamento  de  la  Empresa 
Guatcmaltca  de  Electricidad,  Inc.,  el  Acuerdo  Guber- 
nallvo  de  Fijación  de  Salarios  Mlnimí»  para  la  Ac- 
tividad de  Transporte  de  Carga  por  Carretera  y 
Transporte  Extraurhano  de  Pasajeros  y  el  Acuerdo 
Gubernativo  de  Fijación  de  Salarios  Mínimos  a  la  Ac- 
tividad Periodística,  la  Corte  de  Constilucionalidad 
declaró  inconstitucionales  algunas  de  las  disposiciones 
objetadas  de  inconstitucionalidad  y  a  otras  no. 


Los  referidos  fallos  de  la  Corte,  en  nuestra  opinión,  son 
acertados. 


11.2  Razonamientos  de  la  Corte  de  Constltucionalldud 
al  resolver  solicitudes  de  amparo  especificas 

A)  En  la  sentencia  de  fecha  20  de  agosto  de  1986,  dictada 
dentro  del  Juicio  de  Amparo,  en  única  instancia, 
promovido  por  la  entidad  Aserradero  Santa  Elisa,  S.A., 
contra  la  Corte  Suprema  de  Justicia  (Cámara  Penal),  la 
Corte  de  Constitucionalidad  sostuvo  que  el  Tribunal 
recurrido  debió  de  haber  resuelto  el  fondo  del  Recurso 
de  Casación  (Conforme  lo  dispone  el  articulo  41  de  la 
Ley  de  lo  Contencioso  Administrativo)  y  no  deses- 
timarlo por  considerar  imprecisa  la  petición  de  fondo 
formulada  en  el  mismo  como  efectivamente  aconteció, 
violándose  con  ello  el  principio  jurídico  del  debido 
proceso. 

En  nuestra  opinión,  la  conclusión  a  que  arribó  la  Corte 
de  Constitucionalidad  es  acertada  porque  la 
desestimación  por  imprecisión  en  la  petición  de  fondo 
debió  haberse  hecho  al  calificarse  el  Recurso  de 
Casación  y  no  en  el  momento  de  dictar  sentencia. 

Además,  consideramos  que  sentó  un  precedente 
positivo  no  sólo  en  favor  del  debido  proceso  sino 
también  en  función  de  la  eficacia  del  control  de 
legalidad  asignado  a  la  Corte  Suprema  de  Justicia  por 
medio  del  Recurso  de  Casación.  Si  el  Recurso  de 
Casación  ya  sufrió  la  calificación  formalista  y  tecnicis- 
ta,  lo  menos  que  puede  esperarse  es  que  la  Corle 
Suprema  de  Justicia  aborde  con  seriedad  y  respon- 
sabilidad el  fondo  del  asunto  en  la  sentencia. 

B)  En  la  sentencia  de  fecha  23  de  marzo  de  1987,  dictada 
dentro  del  Juicio  de  Amparo,  en  única  instancia, 
promovido  por  Ellcn  Michellc  Brixius  Ramírez  de 
Prentice  contra  la  Corte  Suprema  de  Justicia,  la  Corte 
de  Constitucionalidad  sostuvo  que  el  Tribunal  recurri- 
do debió  de  haber  dictado  la  sentencia  que  resolviera 
el  fondo  de  los  recursos  de  casación,  en  lugar  de  deses- 
timar los  recursos  de  casación  por  no  haberse  for- 
mulado la  petición  en  forma  debida  después  de  haberse 
admitido  los  referidos  recursos  como  efectivamente 
aconteció,  violándose  con  ello  los  derechos  de  defensa 
y  de  petición. 


;inas  3  a  24  de  la  #8.  Páginas  16  a  34  de  la  #9.  Páginas  8 


5  Caceta  Jurisprudencial  de  la  Corte  de  Constitucionalidad  Páginas  8  a  22  de  la  #7 
>  17  de  la  #10  Páginas  1  •  15  de  la  #11    Páginas  1  a  12  de  la  #13. 

6  Caceta  Junspnidencial  de  la  Corte  de  Conslilucionalidad.  Páginas  3  a  14  de  la  #4.  Páginas  32  a  51  de  la  #8.  Páginas  34  a  38  de  la  #9. 

7  Caceo  Junspnidencial  de  la  Cone  de  Consume  localidad  Páginas  21  a  26  de  la  #1. 

8  Caceta  Junsprudencial  de  la  Corte  de  Constitucionalidad.  Páginas  23  a  27  de  la  #3. 
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En  nuestro  criterio,  el  fallo  de  la  Corte  de  Cons- 
ütucionalidad  subsanó  la  ilegalidad  con  que  procedió 
la  Corte  Suprema  de  Justicia  y  denunció  que  ésta  actuó 
con  exceso  de  formalismo. 

Se  ratifica  el  punto  de  que  si  el  Recurso  de  Casación  ya 
fue  calificado  formal  y  técnicamente  debe  esperarse 
que  el  Tribunal  aborde  el  fondo  del  mismo  por  medio 
de  la  sentencia  respectiva. 

C)  En  las  sentencias  de  fechas  9  de  mareo  de  1988,  23  de 
encrode  1989, 14de  junio  de  1989,  lOdejuhode  1989, 
19  de  septiembre  de  1989  y  4  de  octubre  de  1989, 
dictadas  dentro  de  los  Jutcios  de  Amparo,  en  única 
instancia,  promovidos  respectivamente  por  Orlando 
Vimcio  Porres  Sam,  Manfredo  Aníbal  Fernández 
Morales,  Juan  Francisco  Hernández  Cabrera,  Apolo 
Eduardo  Mazaricgos  González,  Acisclo  Valladares 
Molina  y  SOGESA  contra  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia   la  Corte  de  Constitucionalidad  sostuvo  que  el 
Tribunal  recurrido  violó  los  derechos  al  debido  proceso 
de  defensa  de  libre  acceso  a  los  tribunales  y  de  petición 
de  los  interesados  al  rechazar  de  plano  los  recursos  de 
casación  interpuestos  por  la  omisión  de  requisitos  for- 
males. 

En  nuestra  opinión,  los  referidos  fallos  de  la  Corte  de 
Constitucionalidad  no  sólo  defienden  derechos  cons- 
titucionales de  los  interesados,  sino  que  también  atacan 
el  exceso  de  formalismo  con  que  ha  procedido  la  Corle 
Suprema  de  Justicia  en  materia  de  casación. 


jurídico  del  debido  proceso  por  haberse  conducido  con 
ilegalidad  dentro  de  los  respectivos  juicios. 

En  nuestra  opinión,  la  subsanación  de  notorias 
ilegalidades  incurridas  por  los  jueces  y  magistrados 
comunes,  siempre  y  cuando  las  mismas  hagan 
nugatoria  la  posibilidad  de  defensa  dentro  del  proceso, 
nos  permite  concluir  que  la  Corte  de  Constituciona- 
lidad está  buscando  la  efectividad  del  control  de  la 
legalidad  dentro  de  los  procesos. 

E)  En  la  sentencia  de  segunda  instancia  de  fecha  19  de 
octubre  de  1990,  dictada  dentro  del  Juicio  de  Amparo 
promovido  por  los  partidos  políticos  Partido  Insti- 
tucional Democrático  (P1D),  Frente  de  Unidad 
Nacional  (FUN)  y  Frente  Republicano  Guatemalteco 
(FRG)  contra  el  Tribunal  Supremo  Electoral,  la  Corte 
de  Constitucionalidad  sostuvo  la  ineligibihdad  del 
General  José  Efraín  Ríos  Montt  en  virtud  de  lo  que 
dispone  el  artículo  186,  inciso  a),  de  la  Constitución  y 
la  supremacía  de  la  Constitución  sobre  la  Convención 
Americana  sobre  Derechos  Humanos. 

En  nuestra  opinión,  la  Corte  de  Constitucionalidad 
mantuvo  el  principio  de  la  supremacía  const.tucional  y 
ratificó  la  tradición  constitucional  guatemalteca  en 
cuanto  a  la  ineligibilidad  de  quienes  hayan  roto  o  al- 
terado el  orden  constitucional  en  cualquier  tiempo. 

En  todo  caso,  aunque  la  cuestión  sometida  a 
consideración  de  la  Corle  de  Constitucionalidad 
admitía  la  posibilidad  de  otra  interpretación  jurídica,  el 
fallo  de  dicha  Corte  tiene  sustentación  jurídica, 
doctrinaria  e  histórica. 


D)  En  las  sentencias  de  segunda  instancia  de  fechas  29  de 
agosto  de  1986,  2  de  octubre  de  1986,  8  de  diciembre 
de  1986, 9  de  diciembre  de  1986y  12dc  enero  de  1987, 

dictadas  dentro  de  los  Amparos  solicitados  por  Hcrlin-        ,u    CONCLUSIONES 
da  Garzaro  Ortiz  de  Castañeda  contra  los  Jueces  Segun- 
do y  Sexto  de  Primera  Instancia  del  Ramo  Civil  del 

Departamento  de  Guatemala,  por  María  Mercedes 
Toncllo  Castillo  contra  el  Juez  Quinto  de  Familia,  por 

María  Isabel  Herrera  Polanco  contra  el  Juez  Tercero  de 

Familia,  por  la  Municipalidad  de  Puerto  Barrios  contra 

el  Tribunal  de  Segunda  Instancia  de  Cuentas  y  por  la 

entidad  Inversiones  Cosmos,  S.A.,  contra  la  Sala 

Segunda  de  la  Corte  de  Apelaciones,  respectivamente, 

la  Corte  de  Constitucionalidad  sostuvo  que  los 

tribunales  recurridos  habían  conculcado  el  principio 


1  El  Estado  Constitucional  de  Derecho  se  estructura 
sobre  la  base  de  los  principios  de  la  DIVISIÓN  DE  LOS 
PODERES,  la  SUPREMACÍA  DE  LA  CONSTI- 
TUCIÓN y  la  JURISDICCIÓN  CONSTITUCIONAL. 

2  La  Constitución  y  la  Ley  de  Amparo,  Exhibición  Per- 
sonal y  de  Constitucionalidad  asignan,  principalmente, 
el  control  de  la  constitucionalidad  a  la  Corte  de  Cons- 
titucionalidad. 


10 


O^u^pn^*.,  Corte  *Co^^ 

O^^muc.onal.dad.  IA  DEHESA  DEL  ORDEN  CONSTrAJOONAL  Página*  29  a  45. 


13 


3.  La  Corte  de  Constitucionalidad,  en  la  sentencia  de 
fecha  17  de  septiembre  de  1986,  dictada  en  la  Acción 
de  inconstitucionalidad  General  Parcial  interpuesta  por 
el  Licenciado  Jonás  Al  vise  Vásquez  AJvarado  contra  la 
Ley  de  Protección  al  Consumidor  (Decreto  Ley  número 
1-85)  y  el  Reglamento  de  dicha  Ley,  estableció  que  la 
Constitución  tiene  preeminencia  sobre  los  Decretos 
Leyes,  ratificó  el  principio  de  la  acción  popular  y  sentó 
la  tesis  de  que  las  inconstitucionalidades  de  leyes  y 
demás  disposiciones  de  carácter  general  debían  ser 
reconocidas  y  declaradas  por  el  órgano  jurisdiccional 
constitucional. 

4.  Se  cuestiona  la  interpretación  de  la  Corte  de  Cons- 
utuciunalidad  en  relación  a  ciertos  preceptos  consti- 
tucionales (relativos  a  derechos  civiles)  contemplados 
en  la  Constitución  al  dictar  la  sentcnua  de  fecha  17  de 
septiembre  de  1(>K6,  en  la  Acción  de  Inconsti- 
lucionalidad  General  Parcial  interpuesta  por  el  Licen- 

I  ¡i)  Jonás  Alvisc  Visque/  Alvarado  contra  la  Ley  de 
Protección  al  Consumidor  (Decreto  Ley  número  1-85) 
>  el  Reglamento  de  dicha  Ley. 

5.  Se  cuestiona  el  exceso  de  tolerancia  y  pcrmisibilidad  de 
parte  de  la  Corte  de  Constiiucion.ihd.id  al  resolver  l.is 
ACC  nmcs  de  [BCOOWllUC tonalidad  interpuestas  contra 
las  leyes  y  reglamentos  emitidos  con  motivo  de  la 
Reforma  Fiscal  de  1987 

En  todo  caso,  la  Corte  de  Constitucionalidad  no  debería 
ahstcncrse  de  dcl.ir.ir  la  inconstilucionalidad  de  leyes 
\  disjxisu iones  de  carictei  general  aun  cuando  los 
lemas  y  las  cuestiones  regulados  por  las  mismasscan 


vitales  o  de  interés  para  el  Gobierno,  el  Congreso  o  el 
Pueblo  de  Guatemala,  porque  de  lo  contrario  no  se 
justificaría  la  existencia  del  Estado  Constitucional  de 
Derecho. 

6.  Se  reconoce  la  eficacia  de  la  Corle  de  Consti- 
tucionalidad  al  resolver  las  Acciones  de  Incon- 
siitucionalidad  contra  los  Acuerdos  de  Fijación  de 
Salarios  Mínimos,  las  Reformas  al  Código  Procesal 
Penal,  el  Decreto  15-87  del  Congreso,  el  Acuerdo 
número  106-87  emitido  por  el  Presidente  del  Organis- 
mo Judicial  y  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia  (Cámara 
Civil),  la  Ley  de  los  Consejos  de  Desarrollo  Urbano  y 
Rural  y  el  Reglamento  de  la  Empresa  Guatemalteca  de 
Electricidad,  Inc. 

7.  En  materia  de  amparo  en  asuntos  judiciales  la  Corte  de 
Constitucionalidad  ha  tenido  aciertos  sobre  lodo  en  lo 
que  se  refiere  a  la  Casación.  Al  menos  se  ha  fiscalizado 
y  controlado  más  el  trámite  y  la  resolución  de  los 
Recursos  de  Casación  con  lo  que  se  ha  permitido  una 
mayor  eficacia  del  control  de  la  legalidad  a  través  de 
dichos  medios  de  impugnación. 

8.  La  Corle  de  Constitucionalidad  ha  sostenido  que  el  juez 
constitucional  es  juez  del  acto  reclamado  en  cuanto  se 
denuncie  la  violación  a  un  derecho  que  haya  implicado 
indefensión  o  negativa  de  acceso  a  la  tutela  judicial 
debida.12 


Mario  Roberto  Fuentes  Dcstarac 


12  Maldonado  Aguirre.  Alejandro.  LA  MAGISTRATURA  DE  LO  CONSTITUCIONAL.  Corte  de  Constitucionalidad.  Guatemala,  1990.  página  9. 
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DERECHO 


LA  CORTE  SUPREMA  DE  JUSTICIA  EN  ESTADOS  UNIDOS 


La  Corle  Suprema  de  Jusücia,  como  auioridad  judicial 
máxima  del  gobierno  federal,  es  la  principal  responsable 
de  la  defensa  de  las  garantías  individuales  del  pueblo 
norteamericano.  Su  función  fundamental  es  la  continuidad 
y  estabilidad  de  la  administración  de  justicia  con  base  en 
la  ley  y  la  jurisprudencia.  Asimismo,  la  Corte  interpreta  las 
normas  jurídicas  para  su  aplicación  a  casos  concretos. 

Entre  sus  principales  funciones  está  asegurarse  que  su 
actuación  se  desarrolle  conforme  lo  establecido  en  la 
Constitución  de  los  Estados  Unidos,  que  ya  perdura  por 
más  de  185  años.  La  Corte  Suprema  mantiene  la  autoridad 
de  declarar  la  inconstilucionalidad  de  la  ley,  desde  que  a 
partir  del  caso  Marbury  vrs.  Mudison,  se  estableció  que 
en  caso  de  conflicto  entre  una  ley  emitida  por  el  Congreso 
frente  a  una  norma  constitucional,  la  decisión  de  la  Corte 
debe  basarse  en  la  Constitución. 

Es  optativo  de  la  Corte  conocer  los  casos  federales  que  se 
le  someten;  y,  debe  hacerlo  cuando  por  lo  menos  cuatro 
magistrados  así  lo  expresan,  considerando  algún  caso 
como  de  importancia  nacional.  El  procedimiento  se  inicia 
con  la  petición  de  un  abogado,  presentada  ante  la  oficina 
del  secretario  de  la  Corte.  A  esta  gestión  se  la  denomina 
"Petilion  forTrial  Advocation".  De  cada  4,()(X)  peticiones, 
unas  170  las  considera  la  Corte  para  entrar  a  conocerlas  y 
se  discuten  oralmente.  Del  total  de  los  casos  considerados 
solamente  un  4%  son  oídos  y  conocidos  por  la  Corte. 

Se  integra  la  Corle  Suprema  de  Justicia  por  9  magistrados. 
No  existe  en  la  Constitución  norma  que  establezca  las 
condiciones  y  requisitos  para  ocupar  la  magistratura.  Sin 
embargo,  a  la  fecha,  lodos  los  magistrados  designados  han 
tenido  práctica  legal  y  han  destacado  como  abogados, 
jueces,  catedrálicos  del  Derecho  o  funcionarios  de  gobier- 
no. Son  designados  por  el  Presidente  de  la  República,  con 
aprobación  del  Senado,  de  manera  vitalicia.  El  congreso 
no  puede  reducirles  el  sueldo.  Estas  medidas  protegen  al 
poder  judicial,  evitando  su  politización  y  asegurando  su 
independencia. 

La  Corte  tiene  su  sede  en  Washington.  Se  reúne  regular- 
mente durante  9  meses  de  cada  año,  iniciando  su  período 
de  sesiones  el  1  de  octubre.  Esias  sesiones  son  públicas 
hasta  el  momento  previo  a  la  resolución  final  del  asunto, 
cuya  redacción  es  secreta.  Postcriormenic  ese  resultado  es 
una  decisión  del  conocimiento  público.  Las  sesiones  se 
desarrollan  con  recesos,  de  acuerdo  con  la  voluntad  del 
magistrado.  Una  sesión  ordinaria  se  inicia  con  la  petición 


presentada  por  el  abogado,  misma  que  luego  se  discute.  En 
oportunidades  se  procede  a  un  breve  resumen  del  caso  para 
continuar  con  una  votación.  Los  magistrados-jedactan  un 
memorándum  del  caso  y  dictan  una  sentencia,  en  principio 
secreta;  y,  posteriormente,  del  conocimiento  público.  Los 
magistrados,  independientemente  de  la  dificultad  que 
pueda  presentar  el  caso,  tienen  la  obligación  de  resolverlo, 
ya  que  para  ello  fueron  designados.  Para  facilitar  y  lograr 
una  mayor  eficiencia,  la  Corte  cuenta  con  una  completa 
biblioteca  jurídica.  Diariamente  la  Corte  conoce  como 
promedio  cuatro  casos,  que  se  tratan  y  resuelven  en  la  sala 
de  audiencias,  ante  la  presencia  única  de  los  9  magistrados, 
sin  la  intervención  de  secretarios,  ayudantes,  la  prensa,  etc. 

Estas  sentencias  de  la  Corte  Suprema,  al  transformarse  en 
decisiones  públicas,  obligan  a  la  Corte  a  resolver  posterior- 
mente en  el  mismo  sentido.  Estas  decisiones  afectan 
también  a  las  cortes  inferiores,  ya  que  éstas  en  sus 
resoluciones  deben  seguir  los  mismos  lincamientos.  El 
sistema  utilizado  por  el  Organismo  Judicial  nor- 
teamericano garantiza  a  los  estadounidenses  un  trato  legal 
igual  para  todos,  que  se  da  a  través  de  la  estabilidad  y 
predictibilidad  de  la  resolución.  Sin  embargo,  es  muy 
importante  hacer  notar  que  la  Corte  no  queda  maniatada  a 
decisiones  previas,  si  se  da  cuenta  que  ha  cometido  un  error 
o  si  un  cambio  en  las  circunstancias  coyunturales  hacen 
necesaria  una  interpretación  y  aplicación  distinta  de  la  ley. 
Debido  a  lo  anterior,  la  Corte  necesariamente  debe  estar 
actualizada  respecto  de  los  cambios  económicos,  políticos 
y  sociales  del  país. 

Desde  el  establecimiento  de  la  Corle  Suprema  de  Juslicia 
se  ha  dado  paralelamente  el  debate  sobre  la  medida  de 
poder  que  le  corresponde  ejercer  en  directa  relación  a  su 
influencia  en  el  destino  de  la  nación  norteamericana.  La 
solución  a  la  polémica  se  ha  fundado  en  que  la  medida  de 
poder  debe  estar  en  directa  relación  con  el  respeto  y  la 
dignidad  debidas  al  cuidadano  norteamericano.  A  través 
de  su  historia  la  Corle  ha  logrado  ubicar  al  Ejecutivo  y  al 
Legislativo  dentro  de  aquellas  atribuciones  que 
legítimamente  le  corresponden  en  un  Estado  de  Derecho. 
Este  es  un  triunfo  aceptado  por  la  cuidadanfa,  que  le 
reconoce  a  la  Corte  el  haber  tenido  éxito  en  proteger  los 
derechos  de  las  minorías,  contando  para  ello  con  el  apoyo 
de  la  mayoría. 


Rebeca  Permuth, 
estudiante  de  Derecho,  UFM 


HUMANIDADES 
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¡SI  A  LAS  HUMANIDADES! 


ti  pasado  viernes  9  de  agosto,  el  Dr.  Armando  de  la  Torre  dictó 
una  coofercocia  eo  el  auduonum  de  la  universidad  sobre  la 
importancia  de  la  educación  humanística  Yo  le  bago  eco:  ¡si  a 
lai  humanidades!  Entendiendo  por  humanidades  todas  aquellas 
ciencias  que  intentan  aclarar  la  significación  del  hombre  dealro 
del  mundo,  sus  valoro  y  formular  sus  ideales  en  función  de  esos 
valores  Ejemplo»  de  estas  ciencias  son:  la  Sociología,  la  Mis- 
iona, la  Filosofía,  la  Antropología,  ele 

Tenemos  que  darnos  cuenta  que  una  educación  exclusivamente 
orientada  a  la  capacitación  técnica  y  profesional  priva  a  los 
jóvenes  universitarios  de  los  "eternos"  interrogantes  que  enfrenta 
cl  hombre  (tcual  es  cl  sentido  de  la  vida,  del  dolor,  de  la 
enfermedad7,  ¿de  dónde  venimos1,  cbacia  dónde  vamos?,  ¿qué 
ci  el  hombre'*,  ¿que  hay  después  de  la  muerte?,  ele  )  Sin  esta 
formación  humanística  — que  nuestra  universidad  esta  tan  inlcrc- 
uJi  en  impulsar  nuestia  mente  quedarla  encerrada  en  la  ex- 
trema cspccialización.  lo  que  va  también  en  menoscabo  de 
nucslra  competencia  profesional 

Algunos  tienden  a  reprochar  las  humanidades  pues,  dicen,  no  son 

algo  practico,  de  ellas  no  se  puede  vivir        "la  literatura,  la 

fia  y  demás  no  son  sino  anticuados  vestigios  del  pasado". 

¡■civmalmeolc.  que  todos  nos  debemos  detener  a  examinar 
seriamente  el  valor  de  las  humanidades 


J'rr|(uiit»i  «I"  respuesta? 

(  MM  sabernos,  lus  estudios  humanlslicoi  locan  las  llamadas 
'prcgMIM  sin  rcspucslj"  que  lodos  nos  habremos  hecho  al- 
guna ve/  y  que  incluyen  las  cursilones  sobre  los  valores,  que 
10  v>n  «¡yo  intoluhlc  c  iru!<  jn/jMt  para  nucslra  mente,  sino 
lodo  le  OOOlrario,  v  las  rMOVaaOf  continuamente  en  nuestra 
cspcncncia  duna 

I  I  seniido  de  la  vida,  su  luí.  su  origen,  su  destino,  su  valor 
icquccscn  realidad  IjviJj11  tjuedarse  sólo  en  la  especia  I  i/ación 
prolcsional.  olvidando  eslas  cuestiones,  significa  perder  lo  que 
distingue  al  ser  humano  de  una  besha  o  de  las  maquinas  En 
nuestro  caví,  esurernos  preparados  para  recitar  cualquier  norma 
jurídica,  pero  no  podremos  defender  ni  proteger  los  derechos  de 
quien  esta  deltas  de  esa  norma  legisladores  sin  un  acertado 
ptO  del  hombre  han  llegado  a  aprobar  leyes  como  la  del 
aborto,  la  eutanasia,  ele 

Nos  conmoverán  siempre  experiencias  como  cl  dolor,  la  muerte, 
la  miseria,  ele  Todo  eslo  nos  da  ocasión  de  cnfrcnlarnos  a  todo 
In  que  afecta  profundamcnlc  al  hombre  y  por  lanío  de  renovar  y 
hjeer  mas  conciencia  de  íl  Nuevamente,  mirar  todo  eso  sólo  bajo 
lj  Cfpecltllzacióo  profesional  nos  llevarla  a  tratar  tales 
siluacioncs  como  pequeños  "baches"  del  camino  que  se  resuel- 
ven con  un  buen  trago  o  una  buena  fiesta. 

Horizontes  ampliot 

Cuaba  cl  Dr  De  la  Torre  a  Mcnry  Bergson:  "con  la 
cspcculuacirtn  en  una  sola  malcría  vamos  conociendo  cada  vez 
nías  y  más  de  menos  y  menos".  No  lo  dudo.  Los  estudios 
humanlslicos,  por  cl  contrario,  amplían  los  horizontes  de  una 
persona  y  evitan  que  su  perspectiva  sea  estrecha:  "afinan"  el 
corazón  del  estudiante. 

Por  las  humanidades  podemos  apreciar,  de  verdad,  el  valor  de 
una  obra  maestra  — literaria,  musical,  etc. — .  Sin  esas 
humanidades  se  pierde  la  capacidad  de  captar  los  matices  de  la 


vida,  de  distinguir  lo  monótono  de  lo  armónico,  lo  bueno  de  lo 
mediocre.  Con  una  formación  humanística  se  posee  esa 
capacidad  de  estimar  mis  cosas  y  se  puede  acceder  a  un  espectro 
más  amplio  de  valores. 

D  amor  y  la  muerte 

Si  observamos  un  poco  cl  ambiente  que  nos  rodea,  los  medios  de 
comunicación,  etc.  podremos  ver  fácilmente  que  la  muerte,  por 
ejemplo,  no  es  lo  que  era  hace  pocos  años.  Ya  no  es  una  ocasión 
para  hacer  un  parón  y  examinar  la  propia  vida  y  juzgar  su 
dirección  y  su  valor.  La  muerte  se  ha  convertido  en  un  efecto 
especial,  un  agregado  "normal"  a  cualquier  producción 
cinematográfica... 

Y  el  amor,  igual.  Es  en  nuestros  días,  algo  sin  importancia,  trivial, 
entre  el  sentimentalismo  romántico  y  el  erotismo,  definido  por 
las  relaciones  provisionales  y  alimentado  con  esa  búsqueda  de 
placer  tan  bestial.  No  hay  espacio  ya  para  que  la  fidelidad,  la 
responsabilidad  y  la  generosidad  estén  en  las  preocupaciones  de 
la  gente. 

Y  esto  es  consecuencia  de  lo  "barata"  que  ha  llegado  a  ser  la  vida 
humana  El  amor  y  la  muerte  no  son  sino  "juguetes"  en  manos 
de  los  medios  de  diversión.  No  podemos  quedarnos  entonces  con 
el  sistema  de  valores  que  nos  ofrece  I  lolly  wood;  debemos  buscar 
una  fuente  de  sabiduría  más  confiable,  una  visión  integral  de  la 
vida... 

Humaolstai  en  la  empresa 

En  su  conferencia  del  pasado  9  de  agosto,  cl  Dr.  De  la  Torre  nos 
hablaba  también  del  empresario,  del  "entrepreneur",  el  que 
deberla  ser  cl  más  humanista  de  lodos.  Éste,  al  trabajar  inde- 
pendientemente, con  iniciativa  propia  — casi  siempre  con  medios 
ajenos — ,  en  busca  de  un  beneficio  personal  y  general,  debe  ser 
reflejo  de  esta  formación  humanística.  Deberá  entender  su 
empresa  no  sólo  como  el  medio  para  enriquecerse,  sino  también 
y  fundamentalmente,  como  la  forma  de  superarse,  en  primer 
lugar  de  sus  trabajadores  y  luego  de  él  mismo.  Deberá  entenderla 
también  como  cl  lugar  para  servir  a  la  sociedad:  por  eso  sus 
productos  tendrán  siempre  esa  finalidad.  Es  ésta  la  única  forma 
de  respaldar  el  porqué  de  su  no  participación  en  el  narcotráfico, 
la  pornografía,  etc. 

El  poder  "liberador"  de  las  humanidades  facilita  que  el  estudiante 
no  caiga  en  la  mediocridad,  en  el  error,  en  la  especialización 
obsesiva.  Sólo  entonces,  quizás,  podremos  instaurar,  de  verdad, 
un  nuevo  orden  social  y  jurídico. 

Ui  Humanidades  en  la  Universidad 

En  cl  capitulo  primero  del  Ideario  de  la  Universidad  Francisco 
Marroquln  se  hace  énfasis  en  estos  estudios  humanísticos  sobre 
los  técnicos:  "lo  Importante  es  formular  y  examinar  de  nuevo 
teorías  o  principios  y  no  formar  técnicos..."  Por  ello,  en  lo  que 
se  refiere  al  pensum  de  nuestra  facultad  se  nos  dice:  "se  pondrá 
énfasis  sobre  cl  estudio  del  Derecho  — su  naturaleza  y  fun- 
damentos, o  filosofía —  más  que  en  el  estudio  de  la 
legislación...". 

Una  formación  humanística  bien  impartida  nos  dará  una  visión 
integral  de  la  realidad  y  podrá  hacer  de  nosotros  profesionales 
capaces  que  contribuirán,  por  ello,  a  una  sociedad  más  justa. 

Juan  José  Alcerro  Milla,  estudiante  de  Derecho,  UFM. 
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ECONOMÍA 


EL  CAPITALISMO  Y  EL  INDIVIDUO 


Conocemos  con  el  nombre  de  sistema  social  a  aquel 
conjunto  de  principios  morales,  políticos  y 
económicos  que  toman  forma  en  las  leyes,  ins- 
tituciones y  sistemas  de  gobierno  de  una  sociedad, 
enmarcando  las  relaciones,  derechos  y  obligaciones 
que  sus  miembros  tienen  entre  sí.  Todo  sistema  de 
gobierno  pretexta,  en  última  instancia,  alcanzar  el 
"bien  común";  pero,  ¿qué  es  el  bien  común  si  no 
existe  ningún  ente  "común"  que  actúe  por  sí  mismo, 
sea  susceptible  de  adquirir  derechos  o  contraer 
obligaciones,  o  capaz  de  tomar  decisiones?  La  única 
definición  lógica  que  a  mi  parecer  puede  darse  a  este 
ilusorio  concepto  de  "bien  común",  es  la  de  entender- 
lo como  la  suma  del  bien  individual  de  cada  uno  de 
los  miembros  de  la  sociedad. 

El  único  ser  que  actúa  es  el  hombre,  el  individuo. 
Parece  que  hoy  en  día  tiende  a  olvidarse  el  hecho  de 
que  toda  comunidad,  sociedad,  colectividad  y,  en  fin, 
la  humanidad,  están  conformadas  por  individuos, 
diferentes  unos  de  otros,  y  que  es  a  éstos  hacia  quienes 
deben  dirigirse  los  objetivos  del  gobierno  y  no  a  entes 
colectivos  inexistentes  que  no  son  visibles,  ni  aprecia- 
bles  por  los  sentidos.  Para  advertir  su  existencia 
necesitamos  de  un  proceso  mental  de  percepción; 
podemos  percibir  fácilmente  una  multitud,  pero  que 
ésta  actúe  en  nuestra  percepción  o  no  supone  siempre 
apreciaciones  individuales.  De  esto  se  desprende  que 
pra  descubrir  el  mejor  sistema  de  gobierno  debe 
estudiarse  al  individuo  como  unidad  irreductible  y 
actuante;  el  mejor  sistema  de  gobierno  será  aquel  que 
permita  al  individuo  desarrollarse  de  la  mejor  manera. 
De  la  falta  de  comprensión  de  esto  sucede  que  muchas 
actuaciones  estatales  orientadas  al  bien  de  la  colec- 
tividad resulten  contrarias  al  bien  del  individuo. 

II  individuo 

El  estudio  del  individuo  comienza  con  su 
característica  esencial,  la  cual  le  diferencia  de  los 
demás  seres  vivientes:  su  capacidad  racional,  su 
mente;  de  ésta  desprende  su  capacidad  de  adquirir 
conocimiento.  Esta  mente  no  puede  funcionar  bajo 
compulsión,  es  decir,  bajo  imposiciones;  no  puede 


subordinar  su  conocimiento,  su  idea  de  la  realidad,  su 
concepción  de  la  verdad,  a  las  opiniones  de  otros.  El 
individuo  debe  ser  libre  para  hacer  uso  de  su  facultad 
de  razonar,  facultad  esencial  de  la  que  depende  su 
existencia.  De  este  reconocimiento  de  la  naturaleza 
racional  del  hombre  y  la  innegable  relación  de  ésta 
con  su  existencia  — léase:  "supervivencia" — surge  el 
concepto  de  los  derechos  del  individuo. 

Los  derechos  individuales 

Este  es  un  concepto  moral  que  relaciona  los  principios 
que  guían  la  actividad  del  individuo  con  los  principios 
que  guían  su  relación  con  los  demás.  Sólo  podemos 
hablar  de  derechos  individuales  considerando  al  in- 
dividuo en  la  esfera  social.  A  este  respecto  quiero 
citar  la  definición  que  da  Ayn  Rand  de  lo  que  son  los 
derechos  individuales:  "...son  los  medios  de  subor- 
dinar la  sociedad  a  la  ley  moral".  El  término 
"derechos"  es  un  término  moral  que  define  la  libertad 
de  acción  humana  en  el  contexto  social.  Al  aceptar 
que  el  individuo  es  el  único  ser  susceptible  de  adquirir 
derechos,  el  concepto  de  derechos  individuales  se 
vuelve  redundante. 

El  derecho  a  la  vida  es  la  fuente  de  todo  derecho, 
incluyendo  el  derecho  a  la  propiedad,  teniendo  este 
último  especial  trascendencia  en  el  campo  de  escoger 
el  sistema  de  gobierno  más  deseable.  El  derecho  a  la 
propiedad  implica  que  el  individuo  pueda  disponer 
del  fruto  de  su  esfuerzo;  disponer  de  su  esfuerzo 
implica  disponer  de  su  tiempo;  finalmente,  disponer 
de  su  tiempo  implica  disponer  de  su  vida.  El  derecho 
de  decidir  a  qué  aplica  el  hombre  su  esfuerzo,  su 
tiempo  y  su  vida,  se  traduce  en  el  derecho  a  la  liber- 
tad. La  dcscabilidad  de  un  sistema  social  u  otro 
dependerá  de  la  medida  en  que  éste  respete  y  ayude  a 
preservar  a  los  gobernados  sus  derechos  individuales. 
El  capitalismo,  llamado  por  otros  liberalismo 
económico,  cumple  con  esta  condición.  En  una 
sociedad  capitalista  las  interacciones  humanas  son 
voluntarias  y  el  gobierno  se  vuelve  un  cooperador  del 
individuo  en  la  búsqueda  de  sus  fines,  pues  su  tarea 
de  coerción  se  reduce  al  mínimo,  limitándose  a 
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proteger  ai  individuo  de  la  coerción  de  oíros.  Así,  el 
capitalismo  da  fin  a  la  tradición  histórica  de  con- 
siderar al  gobierno  como  enemigo  del  individuo, 
como  un  monstruo  de  compulsión  y  coerción  del  que 
debe  protegerse  constantemente  y  muestra  al  gobier- 
no cumpliendo  su  papel  de  serv  idor  y  colaborador  del 
individuo 

II  fundamento  moral  del  capitalismo 

El  fundamento  moral  del  capitalismo,  como  el  sis- 
tema de  gobierno  mis  deseable,  no  eslriba  en  su 
eficacia  pata  alcan/ar  el  bien  común  —éste  es  una 
eonseeueneía  secundaria  del  mismo — ,  sino  en  su 
concordancia  con  la  idea  de  los  derechos  individuales 
que  el  gobierno  debe  respetar  y  proteger,  siendo  ésta 
su  ra/ón  de  ser  El  capitalismo  es  el  sistema  natural 
del  ser  humano  en  sociedad,  pues  respeta  la  libertad 
ida  uno.  sus  mel.is  v  lus  medios  para 
/.nías,  mientras  limita  su  coerción  a  proteger  al 
individuo  de  la  coerción  de  los  demás 

I  1  (  apilaliamo  es  el  único  sistema  que  concuerda  con 
la  Teoría  Objetiva  de  los  Valores,  y  así  desecha  la  idea 
de  un  "bien  común",  ya  que  lo  que  esta  teoría  afirma 

IC  valorea  como  el  bien  radican  en  la  individual 
valone  ion  de  la  realidad,  de  acuerdo  con  cada  escala 
racional  de  valores  El  capitalismo  reconoce  al  in- 
dividuo la  importancia  que  tiene 

II  capitalismo  reúne  las  características  deseables  de 
un  gobierno  limitado  y  se  manifiesta  frente  a  los 

decadente!  sistemas  colectivista!  en  defensa  del  in- 
dividuo, destruyendo  las  falacias  y  sofismas  de  los 
déspotas  que,  a  través  de  la  historia,  los  han  utilizado 
para  arrebatar  al  individuo  su  libertad,  en  nombre  de 
la  libertad  misma 

Citas  bibliográficas 

1.   Ayn  Rand,   Capitalism:  The  Unknown  Ideal 

(New  York:  New  American  Library,  1966)  pág. 
18. 


2.  Según  el  Diccionario  de  la  Real  Academia 
Española  de  la  Lengua  (20a.  edición,  pág  266), 
"derecho"  es  13.:  "Facultad  natural  del  hombre 
para  hacer  legítimamente  lo  que  conduce  a  los 
fines  de  su  vida";  también  dice  que  15.:  "es  una 
consecuencia  natural  del  estado  de  una  persona  o 
sus  relaciones  con  otras  personas". 

3.  Según  el  Diccionario  de  la  Real  Academia 
Española  de  la  Lengua  (20a.  edición,  pág. 
829), "libertad"  es  1.:  "Facultad  que  tiene  el 
hombre  de  obrar  de  una  manera  o  de  otra,  y  de  no 
obrar,  por  lo  que  es  responsable  de  sus  actos". 
También  dice  que  "libertad"  es  5.:  "Facultad  que 
se  disfruta  en  las  naciones  bien  gobernadas,  de 
hacer  y  decir  cuanto  no  se  oponga  a  las  leyes  ni  a 
las  buenas  costumbres". 

Siendo  de  tanta  importancia  el  concepto  "liber- 
tad", quiero  citar  a  Ludwig  Von  Mises,  que  en  La 
Acción  Humana:  Tratado  de  Economía  (4a. 
edición,  Unión  Editorial,  España,  1986,  pág.  429) 
lo  define  considerando  al  hombre  libre  "...desde  el 
punto  de  vista  praxcológico,  como  el  que  puede 
optar  entre  actuar  de  un  modo  u  otro,  determinar 
sus  objetivos  y  elegir  los  medios  que,  al  efecto, 
estime  mejores". 

4.  La  teoría  objetiva  de  los  valores  dice  que  el  bien 
es  un  aspecto  de  la  realidad  en  relación  al  hombre 
y  que  debe  ser  descubierto  por  la  razón,  no  inven- 
tado por  el  hombre.  Con  esto  se  opone  a  las  otras 
dos  teorías  sobresalientes  sobre  el  origen  de  los 
valores:  a)  la  Intrínseca,  que  afirma  que  el  bien 
radica  en  la  realidad,  independiente  del  sujeto;  y 
b)  la  Subjetiva,  que  afirma  que  éste  radica  en  el 
sujeto,  independiente  de  la  realidad  que  le  rodea. 
(Ver  Ayn  Rand,  The  Virtue  of  Selfishness,  New 
American  Library,  New  York,  1966). 


Vera  Sánchez-Latour  Z., 
estudiante  de  Derecho,  UFM 
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UbUlbLAUlUN 


"EL  ABORTO,  ¿LEGAL?" 


Uno  de  los  problemas  de  mayor  actualidad  es  el  "asesinato 
antes  de  nacer",  frase  que  si  a  simple  vista  parece 
paradójica,  no  lo  es,  ya  que  como  es  bien  sabido  — y  en 
relación  con  esto  no  existe  ninguna  duda  científica —  la 
vida  comienza  nueve  meses  antes  del  nacimiento. 

Este  problema,  denominado  aborto  — del  latín  abortus  que 
significa  no  nacido —  puede  verse  desde  dos  puntos  de 
vista  muy  diferentes. 

El  primero  hace  referencia  a  la  pérdida  "espontánea"  del 
producto  de  la  concepción.  Este,  por  ser  un  hecho  natural, 
no  representa  mayor  interés  jurídico. 

El  segundo,  en  cambio,  se  refiere  a  la  interrupción  "volun- 
taria" del  proceso  de  gestación,  lo  que  suele  llamarse 
aborto  provocado,  que  por  lo  general  las  legislaciones  de 
diversos  países  lo  consideran  punible. 

Lamentablemente  se  tiende  a  justificar  legalmcntc  — y 
esto  en  la  mayoría  de  países —  el  aborto  provocado,  si 
cumple  con  determinadas  condiciones;  por  ejemplo:  para 
salvar  la  vida  de  la  madre.  Este  es  el  llamado  aborto 
terapéutico,  tema  sobre  el  cual  quiero  ocuparme  en  este 
artículo. 

El  aborto  terapéutico 

Un  aborto  provocado  iniencionalmcnte  es  siempre  un 
crimen  cometido  contra  una  persona  inocente,  indefensa  y 
en  contra  de  su  voluntad,  aunque  se  pretenda  justificar 
médicamente,  para  salvar  la  vida  de  la  madre. 

El  aborto  es  deseado  por  algunas  mujeres  para  evitar  su 
deshonra,  quizá  para  no  empeorar  su  situación  económica, 
quizá  por  el  egoísmo  que  les  lleva  ya  sea  a  desear  una  vida 
más  cómoda  o  a  desear  una  menor  preocupación  de  la 
educación  de  los  hijos. 

Los  médicos,  por  su  parte,  realizan  este  asesinato  movidos 
por  su  afán  de  lucro;  esto  les  ha  deformado  la  conciencia, 
sobre  lodo  por  la  reiteración  de  abortos  cometidos;  de  tal 
suerte,  que  si  bien  en  su  primera  intervención  abortiva  al 
médico  le  ha  costado  la  decisión  de  cometer  tal  asesinato, 
las  siguientes  le  serán  cada  vez  más  fáciles  hasta  llegar  a 
tal  grado  de  deformación  moral  que  considerarán  el  aborto 
como  cualquier  otro  procedimiento  quirúrgico.  Aunque 


prezca  increíble,  hay  quien  considera  a  este  respecto  que 
no  puede  haber  diferencia  entre  un  aborto  y  una 
extirpación  de  un  quiste;  y  con  este  objeto  piden  toda  la 
libertad  de  acción  posible. 

Esto  ha  dado  lugar  a  que  muchos  de  los  abortos 
terapéuticos  no  sean  más  que  mera  disculpa  médica  super- 
ficial para  complacer  los  caprichos  de  una  embarazada  — o 
de  sus  parientes —  que  no  quiere  tener  al  niño.  De  tal 
forma,  se  busca  cualquier  índice  en  el  que  se  pueda  pronos- 
ticar una  complicación  del  embarazo  para  la  interrupción 
del  mismo.  Así,  encontramos  que  se  practican  tales  inter- 
venciones invocando  motivos  que  se  dicen  suficientes, 
tales  como  una  bronquitis,  porque  pudiera  degenerar  en 
tuberculosis;  en  toda  aceleración  del  pulso,  porque  podría 
originar  una  cardiopatía,  etc.... 

Debemos  reconocer  que  ninguna  complicación  constituye 
motivo  suficiente  — digan  que  se  trate  de  una  tuberculosis, 
diabetes,  nefropatía,  infección  rubeólica,  etc.. —  para  jus- 
tificar la  interrupción  de  un  embarazo,  por  lo  que  en  todo 
caso  lo  correcto  es  el  tratamiento  de  tales  complicaciones 
conservando  la  gestación;  no  podemos  interrumpir  la 
misma  por  supuestos  motivos  graves  para  quitarse  com- 
plicaciones de  encima,  ya  que  esta  es  una  actitud  que 
carece  de  cualquier  apoyo  biológico  y  clínico.  El  objetivo 
no  puede  ser  evitar  que  nazca  el  niño,  sino,  por  el  contrario, 
que  viva  y  atender  a  la  enferma.  La  otra  manera  de  resolver 
el  problema  sería  la  forma  simplista  de  llevar  a  cabo  el 
aborto;  pero  nadie  tiene  el  derecho  ni  la  necesidad  de  tomar 
este  camino.  Se  puede  alegar  que  este  derecho  lo  puede  dar 
el  Estado  a  través  del  organismo  legislativo,  dictando  una 
ley.  Con  toda  cortesía,  déjenme  decirles  que  tal  norma  lo 
que  menos  tiene  es  carácter  de  ley,  por  razones  que  más 
adelante  expondré. 

Una  manera  de  actuar  como  lo  exige  la  ley  natural  nunca 
podrá  aconsejar  el  aborto;  pero  hay  quienes  discuten  el 
tema,  fundamentando  que  tal  postura  sólo  la  mantienen  los 
moralistas  católicos.  Se  llega  a  decir  que  la  Iglesia  Católica 
es  inhumana  porque  le  da  más  valor  a  la  vida  del  niño  que 
a  la  de  la  madre  — por  lo  menos  aquí  ya  reconocen  que  el 
feto  sí  es  una  vida  humana — ;  hay  que  gritarles  que  no  es 
cierto,  no  es  verdad.  La  Iglesia  valora  altamente  toda, 
entiéndase,  toda  vida  humana,  porque  cada  vida  es  única; 
absolutamente  nadie  puede  juzgar  qué  vida  es  más  valiosa, 
la  de  la  madre  o  la  del  niño,  el  único  que  puede  es  Dios. 
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Lna  realidad  que  no  se  puede  desconocer 

Cuando  se  comprende  que  no  hay  lal  fundamentaron 
medica,  no  se  debe  enredar  con  términos  confusos.  Como 
se  ha  dicho  dehemos  limitarnos  a  distinguir  dos  tipas  de 
abono:  el  espontáneo  y  el  provocado.  No  hay  razón,  por 
unto,  de  conservar  la  categoría  de  aborto  terapéutico  como 
abono  impune. 

¿Qué  pasa  en  las  legislaciones? 

El  desorden  moral  que  mencionamos  anteriormente 
también  se  produce  en  las  legislaciones  de  la  mayoría  de 
los  países,  ocasionado  por  la  búsqueda  InTTHlrHf  de  mo- 
tiven que  justifiquen  el  aborto,  esc  asesinato  cruel,  que  si 
bien  persigue  un  fin  noble  — salvar  la  vida  de  la  madre — , 
no  lo  son  sus  medios,  y  al  final  de  cuentas  lo  único  que 
consiguen  es  complacer  la  comodidad  de  la  madre  y  el 
bolsillo  del  médico. 

n  real  de  muchos  países  es  que.  a  causa  de 
diversas  presiones,  se  da  lugar  a  "leyes"  que  permiten  el 
másomenos  flexibilidad  Estamos  vivien- 
da una  C|«k.j  en  que  Lis  legislaciones  bien  se  pueden 
denominar  "pniUtUIM  del  aborto",  por  lo  que  se 
pronostica  un  desagradable  futuro 

Si  estudiamos  l.i  legislación  comparada,  se  deja  ver  una 
linea  común  represiva  sohrc  el  aborto,  y  también  en  linca 
común  se  observan  excepciones  no  punibles  Sin  embargo, 
CSiO  se  queda  en  leofla.  va  que  la  realidad  es  olra;  en  la 

práctica,  las  excepciones  k  convienen  en  la  norma  de 
conducta 

Una  legislación  actuando  de  tal  modo,  abriendo  las  puertas 
al  ibOftO,  hace  que  la  mentalidad  y  la  forma  de  pensar  de 
los  individuos  cambie,  hay  un  desorden  moral  y  la  gente 
ya  no  sabe  diferenciar  lo  que  está  bien  de  lo  que  está  mal. 

l.si.i  situación  crea  problemas  impresionantes.  Asi,  por 
ejemplo,  en  Nueva  York  desde  hace  algunos  años  se 
prcscniahan  cifras  alarmantes:  datos  oficiales  señalaban 
doscientos  mil  abortos  al  año.  En  total,  en  los  Estados 
Unidos  los  datos  son  bastante  mayores  al  millón  de  abortos 
anuales,  cifras  que  siguen  aumentando. 


Observando  esta  situación,  hay  que  tener  en  cuenta  que  en 
Guatemala  — y  mucho  cuidado —  hay  normas  como  la  que 
señala  el  articulo  87  del  Anteproyecto  de  Código  Penal, 
que  dice: 

"Aborto  Impune  No  es  ilícito  el  aborto  practicado  por  un 
médico: 

1)  Si  se  ha  hecho  con  el  fin  de  evitar  un  peligro  para  la 
vida  o  salud  de  la  madre..." 

De  esto  se  comprende  que,  a  pesar  del  avance  de  la 
medicina  — con  lo  que  se  reducen  los  riesgos  de  las  com- 
plicaciones del  embarazo — ,  el  número  de  los  abortos 
aumenta  día  a  día. 

Nos  detendremos  un  momento  para  preguntarnos  ¿es  real- 
mente injusto  el  aborto?,  ¿es  realmente  una  flagrante 
violación  a  los  derechos  inalienables  de  una  persona? 
Claro  que  si;  el  aborto,  siempre  que  sea  provocado,  consti- 
tuye un  de  lito  que  debe  tipificarse  como  grave.  Es  un  hecho 
biológico  indiscutible  que  desde  el  momento  de  la 
fecundación  comienza  la  vida  del  ser  humano,  y  como  tal, 
portadora  de  toda  su  dignidad  y  derechos  fundamentales. 

El  aborto  no  debe  ser  practicado  porque,  aparte  de  razones 
de  religión  y  de  elemental  moralidad,  técnica  y 
científicamente  es  un  crimen,  un  asesinato  a  sangre  fría. 

Si  se  pretende  tener  un  Ustudo  de  Derecho,  la  única  forma 
de  mantener  los  "Derechos  Humanos",  los  "Derechos 
Democráticos",  es  respetando  el  principio  de  que  toda  vida 
es  inviolable,  que  toda  vida  está  igualmente  protegida  por 
la  ley,  y  nadie  puede  afirmar  que  la  vida  de  otro  no  vale 
nada.  Por  tanto,  una  norma  que  viole  este  derecho,  no  es 
ley. 

La  solución  a  este  problema,  como  la  de  muchos  hechos 
antisociales,  no  se  encuentra  básicamente  en  una 
legislación  represiva,  sino  en  una  buena  educación.  De 
esto  se  desprende  la  importancia  que  tiene  una  buena 
formación  moral,  recibida  en  una  familia  estable. 


Germán  Fernández  Acevedo, 
estudiante  de  Derecho,  UFM. 
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CRIMINALÍSTICA 


¿QUIEN  DISPARO  EL  ARMA? 


El  acto  de  administrar  justicia  tiene  como  condición  sine 
qua  non  el  conocimiento  de  la  verdad  histórica  de  los 
hechos  y  exige,  en  aquellos  casos  en  que  está  de  por  medio 
el  disparo  de  un  arma  de  fuego,  dilucidar  a  ciencia  cierta 
quién  disparó  el  arma. 

De  la  eficaz  identificación  de  la  persona  que  disparó  el 
arma  depende  la  correcta  y  justa  administración  de  la 
justicia. 

Antiguamente  no  existían  más  métodos  que  e)  examen 
macroscópico  de  la  mano  y  olería  para  percibir  el  aroma 
que  dejaba  la  pólvora  antigua  (pólvora  negra)  por  el  azufre 
que  contenía.  Hoy  en  día  las  pólvoras  modernas  apenas 
dejan  rastros  en  la  mano  y  no  se  puede  determinar  por  ese 
método  si  una  persona  disparó  un  arma  de  fuego.  Este 
problema  se  resolvió,  en  principio,  con  el  advenimiento  de 
la  prueba  de  la  para  fina,  la  más  antigua  de  las  pruebas  de 
la  identificación  que  nos  ocupa,  hasta  llegar  a  la  prueba  de 
la  activación  de  neutrones. 

La  identificación  es  posible  por  el  principio  de  que,  cuando 
se  dispara  un  arma  de  fuego,  la  mano  que  la  empuña  puede 
resultar  maculada  (manchada)  con  gases,  derivados 
nitrados  (nitritos  y  nitratos),  bario,  antimonio  y  plomo,  los 
cuales  pueden  ser  localizados  por  procedimientos 
químicos  y  físicos. 

Para  entender  el  fundamento  topográfico  de  estas  pruebas 
es  necesario  hacer  algunas  consideraciones  sobre  los 
fenómenos  que  ocurren  en  el  interior  del  arma  en  el 
momento  en  que  se  percute  el  cartucho. 

1.  Cuando  se  dispara  un  arma  de  fuego  portátil  de  cañón 
corlo,  por  ejemplo  un  revólver,  se  observa  que  al 
producirse  el  disparo  en  la  cápsula  que  se  halla  en  la 
cámara  directa  del  cilindro  (tambor  del  revólver),  los 
gases  y  productos  nitrados  procedentes  de  la 
deflagración  de  la  pólvora  que  proyecta  la  bala,  es- 
capan por  la  solución  de  continuidad  existente  entre  esa 
cámara  y  la  del  cañón  y  lo  hacen  con  tal  fuerza  que 
necesariamente  tienen  que  macular  la  mano  (dedos: 
pulgar,  índice  y  medio,  y  parte  supremo-externa  de  la 
cara  dorsal)  de  quien  en  esc  momento  empuñe  el  arma. 

2.  Cuando  el  disparo  se  efectúa  con  una  pistola 
(comúnmente  conocida  como  escuadra),  en  la  cual  la 
cápsula  va  alojada  directamente  en  la  cámara  del 
cañón,  la  expansión  de  los  gases  en  el  momento  de 
proyectar  la  bala  impulsa  el  carro  hacia  atrás  para 


expulsar  el  casquillo  mediante  el  extractor,  salen  al 
exterior  por  la  ventana  de  eyección  y  maculan  la  mano 
(parte  supremo-externa  de  la  cara  dorsal  de  quien  dis- 
para). 

3.  En  los  rifles  de  mecanismo  de  expulsión  automática  del 
casquillo,  similar  al  de  la  pistola,  la  maculación  abarca 
la  mano  que  realiza  el  disparo,  la  región  supremo-ex- 
terna de  la  cara  dorsal  y  parte  de  la  mejilla  que  se 
aproxima  al  arma  en  el  momento  de  apuntar. 

4.  Cuando  se  trata  de  armas  que  no  tienen  ese  mecanismo 
y  que  debe  producirse  la  expulsión  del  casquillo  por 
manipulación,  como  sucede  con  el  rifle  de  salón,  al- 
gunas partículas  pueden  expulsarse  y  macular  la  mano 
cada  vez  que  se  realiza  esta  maniobra  después  de  efec- 
tuar el  disparo,  pero  como  estos  productos  no  van 
impulsados  por  la  fuerza  de  los  gases,  sólo  producen 
una  maculación  superficial  y  no  penetran  los  poros  de 
la  piel. 

SISTEMAS  DE  IDENTIFICACIÓN 
Prueba  de  Iturrioz-Benítez  (de  la  parafina) 

Esta  prueba  nace  en  1913  cuando  el  Dr.  Gonzalo  Iturrioz 
y  Font  usa  por  vez  primera  la  parafina  como  medio  cap- 
tatorio de  los  productos  nitrados  procedentes  de  la 
deflagración  de  la  pólvora  y  la  aplica  sobre  las  prendas  de 
vestir  que  están  alrededor  del  orificio  de  entrada  del 
proyectil  con  el  fin  de  esclarecer  la  distancia  del  disparo. 

En  1922,  el  Dr.  José  A.  Fernández  Benítez  recomienda  el 
uso  de  la  parafina  para  captar  los  productos  nitrados  en  la 
mano  de  la  persona  sospechosa  de  haber  disparado  un  arma 
de  fuego,  y  aplica,  para  identificar  los  compuestos 
nitrados,  el  reactivo  de  Guttman  (difenilamina-sulfúrica). 

Respecto  de  esta  prueba  existen  dos  posiciones  totalmente 

encontradas: 

a)  Los  que  están  a  favor  y  avalan  su  opinión  diciendo  que: 

1.  Los  nitratos  forman  parte  de  la  materia  prima  de  todas 
las  pólvoras. 

2.  Que  todas  las  pólvoras  dejan  residuos  en  las  manos  de 
quien  dispara  el  arma,  y  macula  preferentemente  los 
dedos  pulgar  e  índice  y  la  región  supremo-externa  de 
la  cara  dorsal  de  la  mano. 

3.  Las  partículas,  cuando  proceden  de  la  deflagración  de 
la  pólvora  se  desintegran  lentamente  y  dan  origen  a  una 
cauda,  aparte  de  mostrar  la  característica  reacción 
colorida. 
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b)  Los  que  están  en  contra  de  la  prueba,  que  son  casi  la 
totalidad  de  los  investigadores  modernas  dicen 

1  Oue  los  reactivos  químicos  que  en  ella  se  utilizan  reac- 
cionan genéricamente  a  los  compuestos  nitrados  e  in- 
clusive, en  forma  similar,  con  substancias  que  sin  ser 
nitradas  son  eminentemente  oxidantes;  y  que  los  reac- 
tivos no  son  específicos  de  los  compuestos  nitrados 
provenientes  de  la  deflagración  de  la  pólvora 
ocasionada  por  el  disparo  de  un  arma  de  fuego. 

2.  Oue  puede  dar  falsos  resultados,  es  decir,  resultar 
pusucas  sin  haher  d.sparado  un  arma  de  fuego. 

3.  Oue  puede  resultar  negativa  aun  disparando  un  arma  de 
fuego. 

Di  l«s  resultados  de  lu  prurhu: 

El)  OH  de  rcsuliar  positiva,  sus  partidarios  sugieren  que 
jamás  se  asegure  que  "fulano"  ha  d.sparado  un  arma  de 
fuego,  sino  que  de  una  manera  muy  suul  se  afirme  que  por 
la  presencia  de  producios  nitrada  se  cree  que  aquel  in- 
dividuo disp.no  una  arma  de  fuego  recientemente. 

Sus  opotilt  res  rcíuian  la  prueba  con  los  argumentos 
dUdOI  y  explican  que  es  conveniente  considerar,  por  un 
•■  luclldssnuac'i.incscn que  l.,s  pe rv.nas  involucradas 
cJcrc "  «**«  frecuencia  el  disparo  de  un  arma  de 

hjego  (policfM,  militares.  cazadores,  ele  >;  en  csic  caso  la 
prueba  de  l.t  p..r.,(in.i  positiva  no  podría  dcicrmmar  si  el 
resultado  obtenida  csia  o  no  vinculado  directamente  con 
el  hecho  que  se  Investiga.  Por  otro  lado,  el  de  las  que  por 
usocupat  Iones  tienen  consume  contacto  con  sustancias 
nitradas  (laboratoristas,  jardineros,  mecánicos,  etc.);  en 

eaSO  de  una  prueba  posms.,  de  lai  suhsi.mei.is  miradas 
procedentes  ele  la  ocupación  u  oficio,  se  impedirla  la  co- 
rree i.,  Interpretación  de  la  prueba  de  la  parafina. 

Despuc's  de  lodo  lo  expuesto  sobre  esta  prueba  se  puede 
lir  que  una  prueba  de  la  parafllU  positiva  no  indica 
necesariamente  que  la  persona  haya  disparado  un  arma  de 
fuego  y  una  negativa  no  necesariamente  indica  que  no  lo 
haya  hecho. 


'ruebu  del  rodizonuto  de  sodio 

|£sta  prueba  nene  como  finalidad  identificar  el  bario  procc- 
Jcnie  del  fulmíname  del  cartuchoodclplomodel  proyectil 
aje  pudiera  haber  maculado  la  mano  de  quien  disparó.  Tal 
dcnnficación  es  posible  en  virtud  de  la  coloración  que 
csulta  de  la  reacción  química  entre  la  substancia  de  refe- 
encia  y  los  elementos  señalados  que  son  parte  integrante 


de  los  cariuchos,  el  plomo  del  proyectil  y  bario  del  ful- 
minante o  "primer". 

Sobre  esta  prueba  W.  W.  Turner  dice:  «se  ha  revelado 
satisfactoria  para  la  detección  tanto  de  bario  como  de 
plomo,  incluso  cuando  dichos  elementos  se  encuentran 
juntos  el  uno  con  el  otro  o  juntos  con  otros  constitutivos 
de  los  residuos  de  la  descarga  del  arma  de  fuego". 

Prueba  de  Harrlson-Cilroy: 

Es  una  modificación  de  la  prueba  del  rodizonato  de  sodio- 
su  un.ca  diferencia  radica  en  que  identifica  el  antimonio 
procedente,  junto  con  el  bario  del  fulminante  del  cartucho, 
mediante  trifcnil-arsonio;  sobre  esta  prueba  señala  R.  Mid- 
Uff  Jr.:  "su  escasa  incidencia  de  falsas  positivas  es  una  de 
sus  primordiales  ventajas". 

Estas  dos  pruebas  son  colorimétricas  y  permiten  una  mayor 
especificidad  para  la  identificación. 

Prueba  de  la  espectrometría  de  absorción  atómica 
(AAS): 

Esta  prueba  está  basada  en  la  absorción  de  luz  de  diferentes 
longitudes  de  onda,  las  cuales  son  características  para  el 
bario,  antimonio  y  plomo  en  sus  diferentes  estados 
atómicos.  Tiene  la  enorme  ventaja  de  que  puede  detectar 
pequeñísimas  cantidades  de  los  elementos  de  referencia; 
distinguen  a  esu  técnica,  fundamentalmente,  su  elevada 
sensibilidad  y  su  baja  incidencia  en  falsas  positivas. 

Prueba  de  análisis  por  activación  de  neutrones  (NAA): 
Estudiada  en  1964  por  Ruch  y  Col.  Esta  técnica  se  basa  en 
detectar,  mediante  su  activación  en  un  reactor  nuclear,  los 
radioisótopos  de  bario  y  antimonio,  elementos  que  existen 
en  el  fulminante  del  cartuchoque  pueden  macular  la  mano 
de  quien  dispara  un  arma  de  fuego,  y  resultan  éstos  de  un 
bombardeo  con  neutrones. 

Estos  elementos,  al  transformarse  en  radiactivos,  emiten 
rayos  gama  de  longitudes  de  onda  perfectamente  definidos 
y  permiten  su  identificación  y  cuantificación  por  las 
características  del  espectro. 

Este  sistema  es  también  muy  específico,  sensible  y  con 
muy  baja  incidencia  de  falsas  positivas,  pero  no  ha  sido  de 
la  aceptación  de  los  laboratorios  forenses  por  su  elevado 
costo  de  operación,  por  su  difícil  acceso  y  porque  se 
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requieren  varios  días  para  realizar  un  análisis  completo. 

Ijis  pruebas  en  Guatemala 
Hace  unas  semanas  el  Procurador  General  de  la  Nación  y 
Jefe  del  Ministerio  Público,  Licenciado  Acisclo  Valla- 
dares M.,  propuso  que  en  nuestro  sistema  se  dejara  de 
utilizar  la  prueba  de  la  parafina  y  se  usara  en  su  lugar  la 
prueba  del  rodizonato  de  sodio.  Esta  declaración  causó 
novedad,  ya  que  por  años  se  ha  utilizado  la  primera,  pues 
la  segunda  era  conocida  por  pocos  guatemaltecos. 

Personalmente  estoy  de  acuerdo  con  el  criterio  de  que  es 
necesario  el  cambio,  ya  que  quedó  claro  que  la  prueba  de 
la  parafina  puede  dar  falsas  positivas  con  diversas  clases 
de  substancias  nitradas  como  por  ejemplo:  fertilizantes, 
algunos  cosméticos,  algunos  alimentos,  tierra,  tabaco, 
orina,  etc.,  y  algunas  substancias  oxidantes  como  blan- 
queadores y  detergentes,  y  sus  resultados  son,  por  esto, 
poco  confiables.  En  cambio,  la  prueba  del  rodizonato  de 
sodio  es  especifica,  con  un  porcentaje  muy  bajo  de  falsas 
positivas  o  negativas,  y  como  consecuencia  produce  resul- 
tados confiables. 

La  prueba  de  la  parafina  no  se  utiliza  en  los  laboratorios 
del  FBI  estadounidense  desde  la  decada  de  los  sesenta,  y 
es  oportuno  apuntar  la  conclusión  a  la  que  llegaron  los 
integrantes  del  primer  seminario  sobre  Aspectos 
Científicos  del  Trabajo  Policíaco  que  celebró  la  INTER- 
POL  en  1964:  "El  Seminario  no  consideró  que  la 
tradicional  prueba  de  la  parafina  tenga  algún  valor,  ni 
como  evidencia  para  llevarla  ante  las  cortes,  ni  como 
segura  indicación  para  el  oficial  de  policía.  Los  participan- 
tes fueron  de  la  opinión  de  que  esta  prueba  no  debería 
seguirse  usando". 

Es  de  hacer  notar  que  esta  prueba  es  considerada  actual- 
mente como  obsoleta  en  los  países  con  técnicas  más  avan- 
zadas en  este  campo  y  que  la  dejaron  de  usar  desde  lósanos 
sesenta. 

Preguntamos:  ¿habrá  en  nuestras  cárceles  personas  con- 
denadas por  una  prueba  positiva  falsa  de  la  parafina?;  y  es 
necesario  hacer  la  pregunta  contraria:  ¿cuántos  criminales 
hay  libres  en  las  calles  por  pruebas  falsas  negativas  de  la 
parafina? 

Es  hora  de  que  nos  modernicemos  un  poco  y  que  se  deje 
sin  uso  la  prueba  de  la  prafina;  adopten  la  prueba  del 
rodizonato  de  sodio  y  más  aún,  la  prueba  de  Harrison-Gil- 
roy,  las  que  dan  un  resultado  satisfactorio  y  con  alto  grado 


de  certeza. 

Óptimo  sería  que  pudiéramos  utilizar  la  prueba  de 
espectrometría  de  absorción  atómica  y  la  del  análisis  por 
activación  de  neutrones,  pruebas  con  grados  de  sen- 
sibilidad y  confiabilidad  muy  elevados  y  con  porcentajes 
escasos  de  maculación  ajena  al  disparo;  pero  a  causa  de  los 
altos  costos  de  operación  su  uso  se  hace  casi  imposible 
para  nuestro  sistema. 

Sobre  el  tema  podría  citar  la  opinión  del  Bun- 
deskriminalamt,  prestigiado  organismo  policíaco 
alemán:  "A  nuestro  modo  de  ver,  no  existe,  hasta  el  mo- 
mento, método  alguno  que  sea  aplicable  en  la  mayoría  de 
los  casos  prácticos  y  con  medios  económicos  razonables 
ofreciendo  al  mismo  tiempo  un  valor  de  prueba  forense 
satisfactorio". 
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"EL  PAPEL  DE  UN  ESTUDIANTE  DE  DERECHO 
EN  LA  SOCIEDAD  GUATEMALTECA" 


Cada  vez  son  más  los  problemas  que  aquejan  a 
nuestro  país.  Enumerarlos  sería  tarea  difícil  para 
cualquiera.  Sin  embargo,  todos  sabemos  y  es- 
tamos conscientes  de  estos  problemas  y  nos  en- 
contramos ligados  a  ellos  de  distintas  maneras, 
lo  cual  nos  impide  comportamos  pasivamente 
hacia  ellos. 

Tristemente  esto  sucede  y  todas  las  personas 
(entre  éstas  nosotros,  los  estudiantes  de 
Derecho)  han  caído  en  la  indiferencia  y  la  cos- 
tumbre de  ver  determinados  actos  o  hechos  de 
una  manera  normal,  sin  interesarse  en  ellos  y, 
atónitos,  observamos  cómo  nuestro  país  se 
destruye  poco  a  poco.  ¿Qué  papel  debemos  jugar 
nosotros,  los  estudiantes  de  Derecho,  ante  esta 
s¡iu;k  Preparamoi  lo  mejor  posible  para 

afrontar  en  un  futuro  estos  problemas  de  una 
manera  mis  adecuada;  esta  sería  la  respuesta  con 
mil  adeptOl  dentro  de  los  estudiantes  de 
Derecho,  y  en  sí  dentro  de  la  población  univer- 
sitaria en  general.  Con  esto  me  encuentro  par- 
cialmente de  acuerdo,  ya  que  si  es  total  y 
absolutamente  cierto  que  el  estudio  y  la 
preparación  académica  es  la  llave  para  el  éxito, 
tanto  personal  como  en  beneficio  de  todos  los 
guatemaltecos,  me  temo  que  ya  no  es  suficiente; 
le  falta  algo  a  este  rol  que  estamos  desarrollando. 

Pero  ¿qué  es  lo  que  le  falta?,  ¿qué  es  eso  que 
cuando  observamos  un  hecho  repudiable  desde 
todo  punto  de  vista  nos  hace  entrar  en  un  estado 
de  cólera  y  decepción?  Eso,  compañeros,  es 


nuestro  espíritu  de  verdaderos  guatemaltecos 
que  nos  dice  que  si  bien  el  compromiso  que 
tenemos  con  Guatemala  es  a  medio  o  largo  plazo, 
nuestra  misión  ya  no  puede  esperar  pues,  cuan- 
do nos  toque  nuestro  tumo  de  hablar,  tal  vez  sea 
demasiado  tarde. 

Mi  opinión  es  que,  además  del  estudio,  debemos 
hacemos  escuchar,  tomar  parte,  dejar  de  ser 
simples  observadores  y  jugar  un  papel  más  ac- 
tivo, de  la  manera  que  cada  uno  pueda  o  le  sea 
posible.  Nosotros  los  jóvenes  somos  capaces  de 
muchas  cosas  y  es  tiempo  que  comencemos  a 
demostrarlo  para  que  cuando  sea  nuestro  ver- 
dadero momento  de  actuar,  todavía  tengamos  un 
país  dónde  hacerlo  y  no  encontremos  sólo 
pedazos  de  lo  que  fue  un  lugar  muy  hermoso. 

Es  de  mi  entender  que  los  conocimientos  y  la 
experiencia  con  que  contamos  puede  ser 
limitada,  pero  recordemos  que  tenemos  el 
privilegio  de  formar  parte  del  1%  de  los 
guatemaltecos  que  tienen  acceso  a  la  educación 
superior,  y  que  lo  que  sabemos,  por  muy 
limitado  que  sea,  puede  ser  de  mucho  beneficio 
para  los  demás  y  para  nuestro  país. 

Entonces,  ¡¿qué  esperamos?!;  desde  hoy  comen- 
cemos a  demostrar  de  lo  que  somos  capaces; 
hagámonos  escuchar  por  todos,  ya  que  nuestra 
voz  puede  ser  artífice  para  lograr  una  mejor 
Guatemala  para  todos. 


Luis  F.  Ruiz,  estudiante  de  Derecho,  UFM. 


